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República de Colombia 
 


Juzgado Veinte (20) de Familia  
Bogotá D.C., seis (06) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


REF.: CONSULTA PRIMER INCIDENTE DE INCUMPLIMIENTO 


DENTRO DE LA MEDIDA DE PROTECCIÓN No. 068 de 2020 


DE: YISNEIDI DAMARIS FIGUEROA BAPTISTA 


CONTRA: MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ 


Radicado del Juzgado: 11001311002020210041000 


 


      Procede el despacho admitir y resolver lo que en derecho corresponde frente a 


la consulta y sanción impuesta al señor MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ, por 


parte de la Comisaría Once (11°) de Familia Suba 4 de esta ciudad, mediante 


Resolución del veinte (20) de mayo de dos mil veintiuno (2021), dentro del incidente 


de incumplimiento a la medida de protección No. 086 de 2020, iniciado por la señora 


YISNEIDI DAMARIS FIGUEROA BAPTISTA a favor suyo y de sus menores 


hijos, previo la recapitulación de los siguientes: 


 


I. ANTECEDENTES 


 


1. Las presentes diligencias encuentran su génesis en la solicitud de medida de 


protección que la señora YISNEIDI DAMARIS FIGUEROA BAPTISTA radicó 


ante la Comisaría Once (11°) de Familia Suba 4 de esta ciudad, conforme a los 


lineamientos de la Ley 294 de 1996, modificada por la Ley 575 del año 2000, en 


contra de su pareja señor MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ, bajo el argumento 


de que este último el día 20 de febrero de 2020 y con antelación la persigue, la hostiga 


y mantiene comportamientos de celotipia debido a su trabajo y amistades. Así mismo 


manifiesta haber recibido amenazas de muerte por parte del señor MANUEL JOSÉ 


cuando le propuso que se separaran. Por último aclara que involucra a los hijos de la 


pareja en sus discusiones y realiza maltratos verbales, físicos y psicológicos a los 


miembros del hogar.  


 


2. Mediante auto de la misma fecha, la Comisaría de Familia admitió y avocó 


conocimiento de la acción de violencia intrafamiliar, y conminó al presunto agresor 


para que de forma inmediata se abstuviera de proferir ofensas y/o amenazas, así como 


agresiones verbales, físicas o psicológicas en contra de su compañera.  


 


3. En la misma providencia, se citó a las partes para la audiencia de que trata el 


artículo 7º de la ley 575 de 2000 y le hizo saber al señor MANUEL JOSÉ ACOSTA 


JIMENEZ que podía presentar los descargos, y solicitar las pruebas que a bien 


tuviera en audiencia, con la advertencia de que su inasistencia injustificada a la misma 


se entendería como aceptación de los cargos formulados en su contra. Esta decisión le 


fue notificada a las partes.  
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A la audiencia con la asistencia de las partes, y en la que luego del análisis probatorio 


correspondiente, teniendo en cuenta los hechos denunciados, el a quo procedió a fallar 


el asunto, imponiendo medida de protección definitiva a favor de la víctima y de sus 


menores hijos y le ordenó al agresor hacer cesar inmediatamente y se abstuviera de 


realizar cualquier acto de violencia física, verbal, psicológica, amenazas, en contra de 


ellos, so pena de hacerse acreedor a las sanciones previstas en el artículo 4º de la Ley 


575 de 2000, norma que al tenor literal expresa:  


 


“Artículo 4°. El incumplimiento de las medidas de protección dará lugar a 


las siguientes sanciones: 


 


a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos 


legales mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro 


de los cinco (5) días siguientes a su imposición. La Conversión en arresto 


se adoptará de plano mediante auto que sólo tendrá recursos de reposición, 


a razón de tres (3) días por cada salario mínimo; 


 


b) Si el incumplimiento de las medidas de protección se repitiere en el 


plazo de dos (2) años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y 


cuarenta y cinco (45) días.” 


 


4. El día veintidós (22) de abril de dos mil veintiuno (2021) la accionante 


YISNEIDI DAMARIS FIGUEROA BAPTISTA acudió ante la Comisaría de 


conocimiento a fin de informar sobre el incumplimiento por parte del accionado 


MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ a la medida de protección que de otrora le 


impuso la autoridad administrativa, quien para el efecto en el escrito de denuncia 


señaló que: “…ese día yo estaba en el celular en Facebook, estaba hablando con 


amigos que tengo en otros países y se molestó mucho. El día sábado empezó a beber 


y paso el día domingo tomando, en el momento en que él se molesta, tenía una arepa 


para darnos y yo le dije que no iba a comer, él la tiro al piso por encima de la cama, 


y le dije que le pasa, entonces él se voltio y me tiró una cachetada que me boto a la 


cama, y ahí empezó a decirme eso es lo que tu querías, pues ahí vas a llevar para que 


no seas tan puta, el seguía pegándome, me mandaba puños, me cogió a patadas y me 


deba por la espalda y por las costillas, me mordió en el pecho, me doblo el cuello y 


me pegaba en la vagina, él cogió a mi hija que tiene 10 años, le dio por la cabeza y la 


lanzó al piso…”, lo que conllevó a la apertura del trámite incidental en la misma 


fecha, en el que se ordenó citar a las partes a audiencia respectiva y librar las 


comunicaciones a las autoridades correspondientes en brindar protecciones a las 


víctimas. Así mismo se ordenó la entrevista de los menores hijos de la pareja y 


valoración medico a la incidentante. 


 


5. Llegada la fecha y hora señalada para la audiencia, se procedió a dictar el 


respectivo fallo con estribo en los cargos presentados por la incidentante, la entrevista 


recaudada a la menor hija de la pareja y la no comparecencia del incidentado, 


elementos de juicio que consideró suficiente para tal efecto y la llevaron a concluir 


que: 
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“…No sobra recalcar que el hecho evidente del comportamiento por parte del señor 


MANUEL JOSE ACOSTA JIMENEZ, lo dan las pruebas respecto de nuevos hechos de 


agresiones por parte del accionado, hacia la señora YISNEIDI DAMARIS 


FIGUEROA BAPTISTA y hacia sus hijos pies a esa conclusión se llegó con la 


apreciación documental aportada al plenario: el escrito de denuncia presentado por 


la accionante bajo la gravedad de juramento y lo manifestado en audiencia el día de 


hoy donde ratifica los hechos de agresión verbal, física y psicológica de parte del 


accionado y de igual manera dentro del acervo probatorio es valorado, la entrevista 


practicada a la menor de edad NNA A.S. ACOSTA FIGUEROA donde deja entrever 


en lo manifestado de una parte confirma los hechos denunciados y de otra deja en 


evidencia la violencia directa e indirecta en la que se encuentra la infante…” 


 


Razón por la que le impuso a manera de sanción una multa equivalente a cuatro (4) 


salarios mínimos legales mensuales, que deberían ser por él consignados dentro de 


los cinco (05) días siguientes en la Tesorería Distrital, con destino a la Secretaría 


Distrital de Integración Social. Dicha decisión le fue notificada a las partes. 


 


En aplicación de lo dispuesto en el artículo 12 del Decreto 652 de 2001, se procedió a 


remitir el expediente a la oficina judicial a fin de surtir el trámite de la consulta, 


correspondiéndole a éste Despacho su conocimiento. 


 


Avocado su conocimiento, procede el despacho a emitir el pronunciamiento 


correspondiente. 


 


II. CONSIDERACIONES 
 


1. Competencia de este Despacho Judicial 


 


Al tenor del artículo 52 de la Ley 2591/91, en armonía con el artículo 12 del Decreto 


652/2001, la competencia para desatar el grado jurisdiccional de consulta de una 


providencia donde se impone una sanción por desacato a una Medida de Protección, 


recae en los Jueces de Familia, por lo que es viable que este Juzgado atienda dicha 


consulta. 


 


2. Desarrollo de la consulta planteada 


 


La consulta, que no es ciertamente un recurso, sino un segundo grado de competencia 


funcional, a voces de la normatividad supra citada, tiene como finalidad que el 


superior revise oficiosamente las decisiones tomadas con ocasión del trámite surtido 


en un incidente de desacato a una medida de protección proferida por una comisaría 


de familia. 


 


En este orden de ideas, corresponde a éste juzgado verificar si se cumplió con la 


debida tramitación de instancia, ante la Comisaría Once (11°) de Familia Suba 4 de 


esta ciudad, para concluir si la decisión es acertada, por haberse respetado el debido 


proceso. (Artículo 17 de la Ley 294/96, modificado por el artículo 11 de la Ley 


575/2000, en concordancia con los artículos 12 del Decreto Reglamentario 652/2001). 
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Verdad revelada es que toda persona que sea víctima de violencia intrafamiliar, está 


amparada por las medidas de protección que establece la Ley 294/96, en concordancia 


con la Ley 575/2000, y el Decreto Reglamentario 652/2001. 


 


Dicha protección tiene por objeto, además de garantizar los derechos de los miembros 


más débiles de la población (menores, ancianos, mujeres, etc.), erradicar la violencia 


de la familia; objetivo en el cual está comprendido el interés general, por ser la familia 


la institución básica y el núcleo fundamental de la sociedad, y un espacio básico para 


la consolidación de la paz. 


 


A la luz de la normatividad citada, que desarrolla el artículo 42 de la Constitución 


Política de Colombia, el legislador tuvo como propósito prevenir y erradicar la 


violencia intrafamiliar, por muy mínima que sea, a través de medidas educativas, 


protectoras y sancionatorias, posibilitando a las personas que recurran a medios 


civilizados para la solución de sus conflictos, como la conciliación, el diálogo y las 


vías judiciales para así evitar en lo posible la respuesta violenta. 


 


En el caso sub lite, se advierte que el incidente de incumplimiento se adelantó 


atendiendo los derroteros propios para esta clase de actuaciones, previstas por el 


legislador sustancial, el incidentado fue notificado a su correo electrónico y por aviso 


de la iniciación del presente trámite y prueba de ello es que se encuentra la 


certificación de fijación en su residencia, en el cual se advierte que se realizó la 


debida notificación conforme lo dispone la ley, lo que desde ya permite descartar la 


existencia de posibles nulidades que afecten la validez del trámite. 


 


Frente a los hechos conocidos es preciso abordar lo que corresponde a la 


Violencia de Género: 


 


En relación con la violencia de género, el 18 de diciembre de 1979, la Asamblea 


General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas 


las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), que hace parte del bloque de 


constitucionalidad, la define como “toda distinción, exclusión o restricción basada en 


el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 


goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de 


la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 


fundamentales en las esferas políticas, económicas, social, cultural y civil o en 


cualquier otra esfera”. 


 


Este instrumento exige a los Estados partes garantizar a hombres y mujeres la 


igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y 


políticos, así como implementar políticas para eliminar la discriminación de la mujer 


dentro de las cuales se encuentran: consagrar la igualdad entre el hombre y la mujer; 


adoptar sanciones que prohíban toda discriminación contra la mujer; establecer la 


protección jurídica de los derechos de la mujer; abstenerse de incurrir en actos de 
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discriminación; eliminar la discriminación de la mujer en la sociedad y; derogar las 


disposiciones penales que impliquen una discriminación contra la mujer. 


 


Adicionalmente, solicita la adopción de medidas para eliminar la discriminación 


contra la mujer en el ámbito laboral y en particular, el derecho al trabajo con las 


mismas oportunidades, a elegir libremente profesión y empleo, al ascenso, a la 


estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones de servicio, a la formación 


profesional, al readiestramiento, a la igualdad de remuneración y de trato, a la 


seguridad social, a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de 


trabajo. 


 


En Colombia, las mujeres han padecido históricamente una situación de desventaja 


que se ha extendido a todos los ámbitos de la sociedad y especialmente a la familia, a 


la educación y al trabajo. Es necesario recordar que se les equiparaba a los menores y 


dementes en la administración de sus bienes, no podían ejercer la patria potestad, no 


podían acceder a la universidad, se les obligaba a adoptar el apellido del marido, 


agregándole al suyo la partícula “de” como símbolo de pertenencia, entre otras 


limitaciones. En consecuencia, con el fin de equilibrar la situación de desventaja y 


aumentar su protección a la luz del aparato estatal, la Constitución Política reconoció 


expresamente la igualdad jurídica al consagrar que “la mujer y el hombre tienen 


iguales derechos y oportunidades” y que “la mujer no podrá ser sometida a ninguna 


clase de discriminación”. Adicionalmente, dispuso que el Estado le otorgue asistencia 


durante el embarazo y después del parto, así como un especial amparo a la madre 


cabeza de familia. 


 


Con el de explicar un poco más el tema, la violencia de género es aquella violencia 


que hunde sus raíces en las relaciones de género dominantes de una sociedad, como 


resultado de un notorio e histórico desequilibrio de poder. En nuestra sociedad el 


dominio es masculino por lo que los actos se dirigen en contra de las mujeres o 


personas con una identidad de género diversa (lesbianas, gay, bisexuales, 


transgeneristas e intersexuales) con el fin de perpetuar la subordinación. Centrándose 


en lo concerniente a la violencia contra las mujeres, las agresiones van más allá de las 


lesiones físicas y psicológicas, denominadas violencia visible. La invisible se refiere a 


la violencia estructural que implica inequidad en el ámbito de lo político, lo social y lo 


económico y a la violencia cultural constituida por los discursos que justifican el trato 


desigual. Estos tres componentes de la violencia se retroalimentan entre ellos, 


perpetuando la discriminación, la desigualdad y la violencia. Por tanto, con cada 


golpe a una mujer se da prevalencia a un patrón social de exclusión y este se 


reproduce a futuro. 


 


En el contexto de la familia, la violencia se produce de manera más intensa, alarmante 


y cruel, debido a que en ella se da una combinación de intensidad emocional e 


intimidad propia de la vida familiar. Los lazos familiares están impregnados de 


emociones fuertes, que mezclan fuertemente amor y odio. Por ello, los conflictos que 


ocurren en su interior liberan antagonismos que no serían tan enérgicos en otros 


contextos sociales. El hecho de que sea una institución cerrada contribuye a que las 
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agresiones sean reiteradas y obstaculiza que las víctimas logren escapar 


tempranamente del control de sus ofensores. 


 


La violencia dentro de la pareja comprende toda una gama de actos sexual, 


psicológica y físicamente coercitivos: 


 


- La violencia física es toda acción voluntariamente realizada que provoque o 


pueda provocar daño o lesiones físicas. Al constituir una forma de humillación, 


también configuran un maltrato psicológico; 


- La violencia psicológica se refiere a conductas que producen depreciación o 


sufrimiento, que pueden ser más difícil de soportar. 


- La violencia sexual es cualquier actividad sexual no deseada y forzada en 


contra de la voluntad de la mujer, mediante fuerza física o bajo amenaza directa o 


indirecta, ante el temor a represalias. Su repercusión incluye tanto daños físicos como 


psicológicos de gravedad variable. 


- La violencia económica se vincula a las circunstancias en las que los hombres 


limitan la capacidad de producir de las mujeres, de trabajar, de recibir un salario o de 


administrar sus bienes y dinero, situándolas en una posición de inferioridad y 


desigualdad social. 


 


La Ley 1257 de 2008 impone al Estado las obligaciones de prevenir, investigar y 


sancionar toda forma de violencia contra las mujeres, como parte del principio de 


corresponsabilidad. Aunque el deber de investigación no está desarrollado en la ley, 


basta con remitirse a los distintos instrumentos y decisiones internacionales para 


dotarlo de significado. 


 


El deber de investigación con la debida diligencia, en la prevención y sanción de 


hechos que afectan derechos, se refiere a la necesidad de evitar su impunidad. Así 


cumple dos funciones: la de esclarecer los hechos y castigar los culpables y la de 


desalentar futuras violaciones. Por tanto, una ineficiente investigación puede acarrear 


la responsabilidad internacional del Estado, aunque el delito haya sido cometido por 


un particular. 


 


Precisamente, ha dicho la CIDH que el enfoque de género se percibe claramente 


cuando se internaliza que la violencia contra la mujer se origina en la discriminación. 


Por tanto, la negligencia lleva a la impunidad que propicia la repetición crónica de las 


violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus 


familiares. Lo anterior, a su vez, fortalece las nociones estereotipadas según las cuales 


la violencia contra las mujeres tiene menos importancia y es un asunto privado. 


 


CASO CONCRETO: 
 


 


 


 


En cuanto a las pruebas recaudadas se refiere, se tiene la denuncia presentada por la 


accionante la cual se entiende presentada bajo la gravedad de juramento y que el día 


de la audiencia ratificó en todos sus apartes. De igual manera, se tiene la entrevista 
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practicada a la menor A.S. ACOSTA FIGUEROA hija de la pareja en conflicto y 


quien presenció y fue víctima del accionar de su progenitor: 


 
 “…P/ como te trata tu papá? 


 R/ Ahora nos trata bien cuando nos va a llevar comida, antes nos trataba mal  


y nos pegaba, nos mandaba para el cuarto para que nos quedáramos allí.  


 P/ A quien les pegaba? 


R/ A los tres una vez le reventó la boca a Eliasib y a mí me pegó con un tubo 


en la cabeza. Mi papá el domingo de la otra semana se emborrachó y como mi 


mamá estaba metida en Facebook se puso bravo, cuando estaba tarde, cuando 


eran las seis empezó a golpear a mi mamá, le dio patadas y le cogió la cabeza 


y le pegó contra el escaparate donde se guarda la ropa y contra la mesa, le 


dio patadas en las costillas y le dejó moretón y la mordió en el pecho y le dejo 


moretón, mis hermanos vieron también como la estaba golpeando…”   


 


Por último, la ausencia del señor MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ quien se 


niega a comparecer al llamado que le ha realizado la autoridad administrativa, no 


presenta justificación alguna ni excusa que aclare su inasistencia, encontrándose 


debidamente notificado del trámite adelantado como consta en acta de notificación 


por aviso. La no comparecencia da aplicación a las consecuencias de que trata el 


artículo 15 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 9° de la ley 575 de 


2000. “…Si el agresor no compareciere a la audiencia se entenderá que acepta los 


cargos formulados en su contra…” 


 


Al respecto, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, en decisión 


STC21575-2017, Radicación n° 05000-22-13-000-2017-00242-01 del Magistrado 


Ponente, Doctor LUIS ARMANDO TOLOSA VILLANOVA se refiere a las 


clasificaciones de la confesión, entre ellas la que atañe a la inasistencia del 


demandado – accionado: 


 
 


“… De las varias clasificaciones de la confesión, previstas en la legislación 


positiva, importa destacar que, en atención a su forma de obtención, ésta 


puede revestir el carácter de provocada, espontánea y tácita o presunta. 


 


En relación con ésta última, que es la que aquí interesa, estatuye el artículo 


205 del Código General del Proceso: 


 


[La inasistencia del citado a la audiencia, la renuencia a responder y las 


respuestas evasivas, harán presumir ciertos los hechos susceptibles de 


prueba de confesión sobre los cuales versen las preguntas asertivas 


admisibles contenidas en el interrogatorio escrito.] 


 


[La misma presunción se deducirá, respecto de los hechos susceptibles de 


confesión contenidos en la demanda  y en las excepciones de mérito o en sus 


contestaciones, cuando no habiendo interrogatorio escrito el citado no 


comparezca, o cuando el interrogado se niegue a responder sobre hechos 


que deba conocer como parte o como representante legal de una de las 


partes.] 







                   REPÚBLICA DE COLOMBIA 


                   �      
           


 


 


         


 


            Rama Judicial del Poder Público  
JUZGADO VEINTE DE (20) FAMILIA DE BOGOTÁ D.C 
 


 


Esta norma, que en lo medular reproduce lo ya dispuesto en los artículos 


617  y 618  del Código Judicial de 1931 o en el 210 del recientemente 


derogado Código de Procedimiento Civil, prevé que el aludido tipo de 


confesión tendrá lugar, primero, cuando citado personalmente el absolvente, 


con señalamiento de la fecha y hora para llevar a cabo la audiencia donde 


hubiere de recibirse su declaración, sea renuente a responder o dé 


respuestas evasivas, hará presumir como ciertos los hechos susceptibles de 


esa prueba sobre los cuales “versen las preguntas asertivas admisibles 


contenidas en el interrogatorio escrito”. 


 


La segunda hipótesis, que debe entenderse en conjunción con el numeral 4º 


del artículo 372 del Estatuto Procesal, establece, sin ambages, que la 


inasistencia injustificada del citado a la diligencia, “(…) hará presumir 


ciertos los hechos susceptibles de prueba de confesión contenidos en la 


demanda y en las excepciones de mérito o en sus contestaciones”. 


 


En cuanto al mérito probatorio de la confesión ficta, tácita o presunta, cabe 


observar, por un lado, que está sujeta, en lo pertinente, a las exigencias 


generales a toda confesión que al respecto señala el artículo 191, ibídem; y 


por otro, que según la regla 197 C.G.P., “admite prueba en contrario”. 


 


Para su validez, pues, se requiere, como bien lo tiene dicho la Sala, en 


pronunciamiento ahora reiterado, 


 


(…) que ese presunto confesante tenga capacidad para confesar y poder 


dispositivo sobre el derecho que resulte de lo confesado; que verse sobre 


hechos que produzcan consecuencias jurídicas adversas al confesante o que 


favorezcan a la pare contraria; que “verse sobre hechos personales del 


confesante o de que tenga conocimiento”; y, por último, que recaiga sobre 


hechos susceptibles de ser probados por confesión 


 


{…} 


 


Además de lo expuesto, para que haya confesión ficta o presunta, con las 


consecuencias de orden probatorio que se han indicado, requiérase sine qua 


non que en todo caso se hayan cumplido las formalidades que para la 


prueba de confesión exige la ley”. 


 


En punto a lo segundo, se tiene por averiguado, y en verdad así se desprende 


del claro tenor del artículo 205, citado, que la confesión ficta, y en general 


todo medio de prueba de este tipo, engendra una presunción de tipo legal. 


 


La no comparecencia del citado a la audiencia donde habrá de llevarse a 


cabo el interrogatorio, o a la inicial (o de instrucción y juzgamiento, cuando 


son concentradas), da lugar, como se señaló precedentemente, a tener por 


ciertos los hechos susceptibles de este tipo de prueba. 


 


En rigor, se trata de una presunción de tipo legal o juris tantum, lo que 


equivale a afirmar  
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(…) que invierte el peso de la prueba haciendo recaer sobre el no 


compareciente la obligación de rendir la prueba contraria pues de no 


hacerlo, las consecuencias de la presunción comentada, que es presunción 


acabada en buena medida definitiva respecto de la verdad de los hechos 


confesables afirmados por quien pidió interrogar –bien en cuestionario 


escrito, si lo hubo, o bien en el escrito rector correspondiente (demanda o 


contestación)-, naturalmente redundarán en contra de aquél”. 


  


Importa precisar que la confesión ficta tendrá el mismo valor y fuerza que a 


las confesiones propiamente dichas la ley les atribuye, siempre y cuando, se 


insiste, no exista dentro del proceso prueba en contrario y para su 


incorporación se hayan cumplido las condiciones previstas en el artículo 


191 del Código General del Proceso…” 


  


Lo anteriormente relacionado fue determinante para esclarecer los actos de violencia 


por él desplegados y que hizo que el a quo encontrara probado el incumplimiento por 


parte incidentado a la medida de protección de otrora impuesta a favor de la 


incidentante, hechos invocados como soporte del incumplimiento a la medida de 


protección impuesta por la Comisaría de Familia, que encuentran sustento en el 


escrito de denuncia, acorde con el cual, existieron nuevos actos de violencia en contra 


de la incidentante. 


 


 Al respecto, la administración de justicia con perspectiva de género es una forma de 


combatir la violencia contra la mujer por ello, los operadores judiciales desempeñan 


un papel esencial en el cumplimiento del mandato de erradicar todo tipo de violencia 


contra la mujer, pues deben investigar, sancionar y reparar los hechos de violencia 


denunciado. Para eso, es relevante que tenga en cuenta que “una de las mayores 


limitaciones que las mujeres encuentran para denunciar la violencia, en especial la 


doméstica y la psicológica, es la tolerancia social a estos fenómenos, que implica a su 


vez la ineficacia de estos procesos y las dificultades probatorias a las que se enfrenta 


la administración de justicia frente a estos casos”. Por ello, y a pesar de su condición 


de sujetos de especial protección constitucional, subsisten patrones discriminatorios y 


estereotipos de género en los administradores de justicia. Estos patrones se 


evidencian en todo el proceso judicial desde las etapas preliminares hasta el 


juzgamiento. (Ver Sentencia T – 145 de 2017 M.P. María Victoria Calle). 


 


Esta situación, sin lugar a dudas, permite afirmar que la decisión adoptada por  la 


Comisaría de Familia es acorde con la realidad fáctica y probatoria evidenciada, 


máxime que parte igualmente de un indicio grave en contra del agresor quien, se 


reitera, pese a estar debidamente enterado del trámite de incumplimiento que se 


seguía en su contra, con ocasión a la medida de protección que se le impuso con 


anterioridad, en donde se le conminó para que hiciera cesar inmediatamente y se 


abstuviera de realizar cualquier acto de violencia física, verbal, psicológica, 


amenazas en contra de la accionante, so pena de hacerse acreedor a las sanciones 


previstas en el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, hizo caso omiso de tal advertencia, 


de lo que se concluye que al estar plenamente demostrado el incumplimiento, no le 
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quedaba otro camino a la funcionaria, que aplicar la multa impuesta a la parte 


incidentada. 


 


De lo anterior se colige entonces que los hechos denunciados en el escrito mediante el 


cual la incidentante puso de presente el incumplimiento a la medida de protección, en 


este preciso asunto, se encuentran verificados con las pruebas analizadas y, ante la 


ocurrencia de dichas conductas, era el señor MANUEL JOSÉ ACOSTA JIMENEZ 


quien tenía el deber procesal de infirmar las conductas de que se le culpaba, lo que 


como quedó visto no ocurrió, viéndose abocado a afrontar un fallo adverso a sus 


intereses como es el que aquí se consulta. 


 


Con estas razones innegablemente se concluye, que la decisión de la Comisaría de 


Familia, objeto de consulta, se ajusta a derecho y ante la inminencia de dichos 


atropellos, es deber del Estado, en este caso, a través de las Comisarías de Familia y 


Estrados Judiciales, intervenir en las relaciones familiares, no con el propósito de 


imponer un modelo determinado de comportamiento, sino para impedir cualquier 


violación de los derechos fundamentales de los individuos, máxime cuando pueden 


verse lesionados derechos e intereses de personas por su condición indefensas y 


vulnerables. 


 


EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTÁ, D.C.,  


 


RESUELVE 


 


PRIMERO: Confirmar la Resolución del veinte (20) de mayo de dos mil veintiuno 


(2021), objeto de consulta, proferida por la Comisaría Once (11°) de Familia Suba 4 


de esta ciudad. 
 


SEGUNDO: Devuélvase la actuación a la oficina de origen. 


 
 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


 


 


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 
(Firmado con firma electrónica) 


 


 


 


 


 


 


 


 
 


HB 


 


Firmado Por: 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA BOGOTÁ D.C. 
 


El anterior auto se notificó por estado  


 


No. 049 


Hoy 07 DE JULIO DE 2021 
 


DORA INES GUTIERREZ RODRÍGUEZ 


Secretario  
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PRIVACION DE PATRIA POTESTAD No.1100131100202021-0040900 


DTE: LADY JHOANA CHAPARRO QUINTERO 


DDO: CRISTIAN ALBERTO MORENO TORRES 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Admítase por reunir los requisitos de la ley, la demanda de PRIVACIÓN DE 


PATRIA POTESTAD que a través del Instituto Colombiano de Bienestar 


Familiar Centro Zonal San Bosa instaura LADY JHOANA CHAPARRO 


QUINTERO (en representación de la menor de edad NNA M.J.M.C.) en 


contra del señor CRISTIAN ALBERTO MORENO TORRES.   


Tramítese la presente demanda por el procedimiento verbal, en consecuencia, 


de la demanda y de sus anexos, córrase traslado al demandado por el término 


legal de veinte (20) días para que la conteste y allegue las pruebas que pretenda 


hacer valer. 


Notifíquese este proveído al demandado en los términos de los artículos 291 y 


292 del Código General del Proceso (C.G.P.) o el artículo 8º del Decreto 806 


de 2020. 


De conformidad a los presupuestos e indicaciones del artículo 10º del Decreto 


806 de 2020 inclúyase en el Registro Nacional de Personas Emplazadas a todos 


los parientes que por línea paterna tenga la menor de edad NNA M.J.M.C. y 


que crean tener derecho a participar en el proceso, para que manifiesten lo que 


estimen pertinente. 


Conforme a lo previsto en el artículo 61 del C. C., comuníquese la existencia de 


este proceso a los parientes por línea materna de la menor de edad y que fueron 


mencionados en la demanda para que, si a bien lo tienen, se hagan presentes 


dentro del mismo, haciendo valer sus derechos o los del menor de edad y 


manifiesten lo que estimen pertinente. Líbrense Telegramas o comuníquese a 


los correos electrónicos suministrados. 


Notifíquese igualmente mediante el correo electrónico respectivo a la Defensora 


de Familia y Agente del Ministerio Público adscritos a este despacho judicial. 


Se toma nota que la parte demandante está siendo representada por Defensor de 


Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Centro Zonal Bosa.  


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 
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REGULACION DE VISITAS No.1100131100202021-0040800 


DTE: JONATTAN ALFREDO VARGAS NIÑO 


DDO: ALISON LISETH QUINCHE RODERO 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Se inadmite la anterior demanda para que en el término de cinco (5) días, so 


pena de rechazo, se cumpla cabalidad con las siguientes exigencias:   


  


 


1. El apoderado de la parte demandante de cumplimiento a lo dispuesto en 


el artículo 5 del Decreto 806 del 2020, esto es, debe indicar en el poder su 


dirección de correo electrónico, la cual debe coincidir con la inscrita en el 


Registro Nacional de Abogados.  
 


2. Acredite al despacho que previo a acudir a la Jurisdicción se intentó 


adelantar la conciliación extrajudicial que como requisito de 


procedibilidad exige el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, en concordancia 


con el artículo 40, numeral 1° ibídem. (artículo 90 del C.G.P. numeral 7º). 
 


3. Aclare las pretensiones de la demanda, indicando de forma precisa, el 


régimen de visitas que pretende sea establecido, y si sus pretensiones van 


encaminadas a modificar el régimen de visitas que ya fue establecido. 


 


4. En caso contrario, si lo que pretende no es modificar el acuerdo de visitas 


que ya esta regulado por las partes, ante la Comisaría Cuarta de Familia, sino 


solicitar el cumplimiento del mismo, el trámite que adelanta no es el 


apropiado, y debe iniciar el proceso que corresponda frente a la obligación 


de hacer por el incumplimiento de las visitas.  


 


5. Una vez ajustadas las pretensiones de la demanda, debe además adecuar 


el poder, para la clase de proceso que pretenda adelantar, ya sea modificación 


de las visitas o el ejecutivo por obligación de hacer para el cumplimiento de las 


mismas.  


 


6. Informe como obtuvo el correo electrónico de la demandada señora 


ALISON LISETH QUINCHE RODERO, conforme lo dispone el artículo 8º del 


Decreto 806 de 2020 para notificarlo por los canales digitales pertinentes.  
 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 
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REDUCCION DE CUOTA ALIMENTARIA No.1100131100202021-0040600 


DTE: JORGE ALBERTO SOTELO MOLANO  


DDO: IRMA CONSUELO MURCIA SANCHEZ 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Se inadmite la anterior demanda para que en el término de cinco (5) días, so 


pena de rechazo, se cumpla cabalidad con las siguientes exigencias:  


 


1. Aporte poder donde lo faculte el demandado señor JORGE ALBERTO 


SOTELO MOLANO para representarlo en el asunto de la referencia.  


 


2. Cumplido lo anterior, el apoderado de la parte demandante de 


cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 806 del 2020, esto es, 


deben indicar en el poder su dirección de correo electrónico, la cual debe 


coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados.  


 


3. Acredite al despacho que previo a acudir a la Jurisdicción se intentó 


adelantar la conciliación extrajudicial que como requisito de 


procedibilidad exige el artículo 35 de la Ley 640 de 2001, en concordancia 


con el artículo 40, numeral 2° ibídem. (artículo 90 del C.G.P. numeral 7º).  


 


4. Acredite que al momento de presentar la demanda se envió 


simultáneamente por medio electrónico copia de ella y sus anexos a la 


demandada IRMA CONSUELO MURCIA SANCHEZ, tal y como lo dispone 


el artículo 6º del Decreto 806 de 2020. 


 


5. Allegue copia del acta de conciliación a través de la cual se fijó la cuota 


alimentaria a favor del menor de edad NNA N.S.M. ante la Cámara de 


Comercio de Bogotá, y que pretende sea reducida en el presente trámite.  


 


6. Aporte las documentales que en el acápite de pruebas relaciona: Registro 


civil de nacimiento del menor NNA N.S.M., Copia fotostática de la conciliación 


efectuada ante la Cámara de Comercio de Bogotá D. C., Relación de pagos a 


la demandada, Certificado de relación laboral del demandante y salario que 


devenga en la firma Electro construcciones JCA S. A. S., Copia del contrato de 


arrendamiento, Constancia de pagos de servicios públicos, Fotografías del 


menor a instancias de su progenitor, las cuales no obran en el expediente 


digital.  


 


7. Adecue las pretensiones de la demanda, indicando el valor al que 


aspira sea reducida la cuota alimentaria acordada por las partes ante el 


Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá.  


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 







(Firmado con firma electrónica) 
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CESACION EFECTOS CIVILES MATRIMONIO No.1100131100202021-0040500 


DTE: IVONNE JANITCE GODOY BONILLA 


DDO: WILSON EDGARDO ROJAS GOMEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Se inadmite la anterior demanda para que en el término de cinco (5) días, so 


pena de rechazo, se cumpla cabalidad con las siguientes exigencias:   


  


1. La apoderada de la parte demandante de cumplimiento a lo dispuesto en 


el artículo 5 del Decreto 806 del 2020, esto es, debe indicar en el poder su 


dirección de correo electrónico, la cual debe coincidir con la inscrita en el 


Registro Nacional de Abogados.  
 


2. Informe al juzgado, en la actualidad a que se dedica la demandante señora 


IVONNE JANITCE GODOY BONILA de donde deriva sus ingresos y a cuánto 


ascienden los mismos para la presente anualidad.  


 


3. Informe al despacho si el demandado tiene otros hijos menores de edad o 


personas en condición de discapacidad que estén a su cargo y dependan 


económicamente de éste.    
 


4.  Respecto a los menores de edad NNA P.V.R.G. y J.E.R.G. preséntese la 


relación detallada de gastos para la respectiva fijación de cuota alimentaria en 


caso de no estar regulada la misma, y apórtense las pruebas que para 


acreditarlos pretenda hacer valer.   


 


5. Informe al juzgado si tiene conocimiento a que se dedica el demandado 


señor WILSON EDGARDO ROJAS GOMEZ, en que entidad labora, y si tiene 


conocimiento a cuánto ascienden los ingresos del demandado para la presente 


anualidad.  


 


6. Informe como obtuvo el correo electrónico del demandado señor 


WILSON EDGARDO ROJAS GOMEZ conforme lo dispone el artículo 8º del 


Decreto 806 de 2020 para notificarlo por los canales digitales pertinentes.  


 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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MEDIDA PROTECCIÓN No. 1100131100202021-0039600 


ACCIONANTE. ELMER STEVEN ACOSTA VELASCO 


VICTIMA. NNA. J.E. ACOSTA CELIS 


ACCIONADO. JUAN MAYER RAMOS VALENCIA 
 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


 Bogotá D.C., seis (06) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Admítase el recurso de apelación instaurado por el accionado JUAN 


MAYER RAMOS VALENCIA, contra la decisión adoptada por la 


Comisaría Quinta (5ª) de Familia Usme II de ésta ciudad, en audiencia llevada 


a cabo el pasado veintiséis (26) de mayo de dos mil veintiuno (2021), dentro 


de la acción por Medida de Protección Definitiva No. 253 de 2021.  


 


Dentro del término de ejecutoria de la presente providencia, el apelante podrá 


sustentar su impugnación conforme a los reparos efectuados ante el a quo, sin 


perjuicio de las manifestaciones o documentación que haya aportada en dicha 


ocasión.   


 


Ejecutoriado ingrese para resolver lo que en derecho corresponda. 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


 


 


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 
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1 
 


República de Colombia 


Juzgado Veinte (20) de Familia 
Bogotá D.C., seis (06) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


REF.: CONSULTA INCIDENTE DE INCUMPLIMIENTO 


DENTRO DE LA MEDIDA DE PROTECCIÓN No. 628 de 2020 


DE: LAURA MILENA SIERRA PINEDA 
CONTRA: DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ  
Radicado del Juzgado: 11001311002020210038500 


 


Procede el Despacho a admitir el tramite jurisdiccional de consulta y resolver lo 


que en derecho corresponde frente a la sanción impuesta al señor DAVID ANDRES 


RODRIGUEZ CRUZ por parte de la Comisaría Quinta (5ª) de Familia Usme 1 de 


esta ciudad, mediante Resolución de fecha veinte (20) de mayo de dos mil veintiuno 


(2021) dentro del incidente de incumplimiento a la medida de protección No. 628 de 


2020, iniciado por su la señora LAURA MILENA SIERRA PINEDA a su favor, 


previo la recapitulación de los siguientes: 


 


I. ANTECEDENTES 


 


1. Las presentes diligencias encuentran su génesis en la solicitud de medida de 


protección que la señora LAURA MILENA SIERRA PINEDA radicaron ante la 


Comisaría Quinta (5ª) de Familia Usme 1 de esta ciudad, conforme a los lineamientos 


de la Ley 294 de 1996, modificada por la Ley 575 del año 2000, a favor suyo y en 


contra de su ex compañero DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ bajo el 


argumento de que este último, el día 04 de noviembre de 2020 la agredió física, verbal 


y psicológicamente.  


 


2. Mediante auto de 23 de noviembre de 2020, la Comisaría de Familia admitió y 


avocó conocimiento de la acción de violencia intrafamiliar y conminó al agresor que 


de forma inmediata se abstuvieran de proferirse ofensas y/o amenazas, así como 


agresiones verbales físicas o psicológicas en contra de quien ese momento era su 


compañera.  


 


3. En la misma providencia, se citó a las partes para la audiencia de que trata el 


artículo 7º de la ley 575 de 2000 y le hizo saber al señor DAVID ANDRES 


RODRIGUEZ CRUZ que podían presentar los descargos, y solicitar las pruebas que 


a bien tuviera en audiencia, con la advertencia de que su inasistencia injustificada a la 


misma se entendería como aceptación de los cargos formulados en su contra. Esta 


decisión le fue notificada a las partes. 
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Luego del análisis probatorio correspondiente, el a quo procedió a fallar el asunto, 


imponiendo medida de protección definitiva a favor de ambas partes y les ordenó 


hacer cesar inmediatamente y se abstuvieran de realizar cualquier acto de violencia 


física, verbal, psicológica, amenazas, en contra de su pareja, so pena de hacerse 


acreedores a las sanciones previstas en el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, norma 


que al tenor literal expresa: 


 
“Artículo 4°. El incumplimiento de las medidas de protección dará lugar a las 


siguientes sanciones: 


 


a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales 


mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco 


(5) días siguientes a su imposición. La Conversión en arresto se adoptará de 


plano mediante auto que sólo tendrá recursos de reposición, a razón de tres (3) 


días por cada salario mínimo; 


 


b) Si el incumplimiento de las medidas de protección se repitiere en el plazo de 


dos (2) años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) 


días.” 


 


4. El día tres (3) de mayo de dos mil veintiuno (2021), nuevamente la señora 


LAURA MILENA SIERRA PINEDA, reporta el incumplimiento por parte del señor 


DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ a la medida de protección que de otrora le 


impuso la autoridad administrativa, de lo cual para el efecto señaló que: “…los hechos 


que quiero denunciar han venido ocurriendo desde hace un mes, resulta que mi 


excompañero DAVID ANDRES RODRIGUEZ, me persigue y me hostiga, hace un mes 


me envió unos audios diciéndome que él estaba cerca de mi trabajo y me había visto, 


una semana después yo venía de mi trabajo y él me envío unos mensajes diciéndome 


que yo iba en el bus como raro pegada al celular y que iba al lado de una señora. 


DAVID se fue del barrio no se para dónde, pero el día 28 de abril me envío unos 


mensajes donde me trata mal diciéndome babosa y estúpida u me amenaza 


diciéndome que así él se haya ido del barrio él tiene muchos contactos que le avisan y 


le informan acerca de nuestra hija, que no creyera que él no se daba cuenta con 


quien entraba y con quien salía yo…”, por lo que la comisaria avocó las diligencias 


mediante auto de la misma fecha y dio apertura al trámite incidental, en el que se 


ordenó citar a las partes a audiencia respectiva, así como comisionar a las autoridades 


respectivas para la protección de la víctima.  


 


5. Llegada la fecha y hora señaladas para la audiencia, la Comisaría procedió a 


dictar el respectivo fallo, con estribo en la solicitud de incumplimiento de la medida 


de protección y la misma confesión del accionado, elementos de juicio que consideró 


suficientes para tal efecto y la llevaron a concluir que: 


 
“… En virtud de lo anterior y como elemento probatorio esta la confesión del señor 


DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ  y la declaración bajo la gravedad de 


juramento […]  Así las cosas, para el caso que nos ocupa, se encuentra probado, de 


que el señor DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ, continua efectuando 


agresiones verbales y psicológicas en contra de la señora LAURA MILENA 
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SIERRA PINILLA…” 


 


Razón por la que le impuso a manera de sanción una multa equivalente a dos (2) 


salarios mínimos legales mensuales, que deberían ser por él consignados dentro de los 


cinco (05) días siguientes en la Tesorería Distrital, con destino a la Secretaría Distrital 


de Integración Social. Dicha decisión le fue notificada a las partes en estrados. 


 


Avocado su conocimiento, procede el despacho a emitir el pronunciamiento 


correspondiente. 


 


II. CONSIDERACIONES 


 


1. Competencia de este Despacho Judicial 


 


Al tenor del artículo 52 de la Ley 2591/91, en armonía con el artículo 12 del Decreto 


652/2001, la competencia para desatar el grado jurisdiccional de consulta de una 


providencia donde se impone una sanción por desacato a una Medida de Protección, 


recae en los Jueces de Familia, por lo que es viable que este Juzgado atienda dicha 


consulta. 


 


2. Desarrollo de la consulta planteada 


 


La consulta, que no es ciertamente un recurso, sino un segundo grado de competencia 


funcional, a voces de la normatividad supra citada, tiene como finalidad que el 


superior revise oficiosamente las decisiones tomadas con ocasión del trámite surtido 


en un incidente de desacato a una medida de protección proferida por una comisaría 


de familia. 


 


En este orden de ideas, corresponde a éste Juzgado verificar si se cumplió con la 


debida tramitación de instancia, ante la Comisaría Quinta (5ª) de Familia Usme 1 de 


esta ciudad, para concluir si la decisión es acertada, por haberse respetado el debido 


proceso. (Artículo 17 de la Ley 294/96, modificado por el artículo 11 de la Ley 


575/2000, en concordancia con los artículos 12 del Decreto Reglamentario 652/2001). 


 


Verdad revelada es que toda persona que sea víctima de violencia intrafamiliar, está 


amparada por las medidas de protección que establece la Ley 294/96, en concordancia 


con la Ley 575/2000, y el Decreto Reglamentario 652/2001, dicha protección tiene 


por objeto, además de garantizar los derechos de los miembros más débiles de la 


población (menores, ancianos, mujeres, etc.), erradicar la violencia de la familia; 


objetivo en el cual está comprendido el interés general, por ser la familia la institución 


básica y el núcleo fundamental de la sociedad, y un espacio básico para la 


consolidación de la paz. 


 


A la luz de la normatividad citada, que desarrolla el artículo 42 de la Constitución 


Política de Colombia, el legislador tuvo como propósito prevenir y erradicar la 


violencia intrafamiliar, por muy mínima que sea, a través de medidas educativas, 
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protectoras y sancionatorias, posibilitando a las personas que recurran a medios 


civilizados para la solución de sus conflictos, como la conciliación, el diálogo y las 


vías judiciales para así evitar en lo posible la respuesta violenta. 


 


En el caso sub lite, se advierte que el incidente de incumplimiento se adelantó 


atendiendo los derroteros propios para esta clase de actuaciones, previstas por el 


legislador sustancial, el incidentado fue notificado de la iniciación del presente trámite 


y prueba de ello es que estuvo presente en la audiencia, lo que desde ya permite 


descartar la existencia de posibles nulidades que afecten la validez del trámite. 


 


 Respecto a lo anterior abordemos lo correspondiente a la Violencia de Género: 


 


En relación con la violencia de género, el 18 de diciembre de 1979, la Asamblea 


General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas 


las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), que hace parte del bloque de 


constitucionalidad, la define como “toda distinción, exclusión o restricción basada en 


el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 


goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de 


la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 


fundamentales en las esferas políticas, económicas, social, cultural y civil o en 


cualquier otra esfera”. 


 


Este instrumento exige a los Estados partes garantizar a hombres y mujeres la 


igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y 


políticos, así como implementar políticas para eliminar la discriminación de la mujer 


dentro de las cuales se encuentran: consagrar la igualdad entre el hombre y la mujer; 


adoptar sanciones que prohíban toda discriminación contra la mujer; establecer la 


protección jurídica de los derechos de la mujer; abstenerse de incurrir en actos de 


discriminación; eliminar la discriminación de la mujer en la sociedad y; derogar las 


disposiciones penales que impliquen una discriminación contra la mujer. 


 


Adicionalmente, solicita la adopción de medidas para eliminar la discriminación 


contra la mujer en el ámbito laboral y en particular, el derecho al trabajo con las 


mismas oportunidades, a elegir libremente profesión y empleo, al ascenso, a la 


estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones de servicio, a la formación 


profesional, al readiestramiento, a la igualdad de remuneración y de trato, a la 


seguridad social, a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de 


trabajo. 


 


En Colombia, las mujeres han padecido históricamente una situación de desventaja 


que se ha extendido a todos los ámbitos de la sociedad y especialmente a la familia, a 


la educación y al trabajo. Es necesario recordar que se les equiparaba a los menores y 


dementes en la administración de sus bienes, no podían ejercer la patria potestad, no 


podían acceder a la universidad, se les obligaba a adoptar el apellido del marido, 


agregándole al suyo la partícula “de” como símbolo de pertenencia, entre otras 


limitaciones. En consecuencia, con el fin de equilibrar la situación de desventaja y 


aumentar su protección a la luz del aparato estatal, la Constitución Política reconoció 
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expresamente la igualdad jurídica al consagrar que “la mujer y el hombre tienen 


iguales derechos y oportunidades” y que “la mujer no podrá ser sometida a ninguna 


clase de discriminación”. Adicionalmente, dispuso que el Estado le otorgue asistencia 


durante el embarazo y después del parto, así como un especial amparo a la madre 


cabeza de familia. 


 


Con el de explicar un poco más el tema, la violencia de género es aquella violencia 


que hunde sus raíces en las relaciones de género dominantes de una sociedad, como 


resultado de un notorio e histórico desequilibrio de poder. En nuestra sociedad el 


dominio es masculino por lo que los actos se dirigen en contra de las mujeres o 


personas con una identidad de género diversa (lesbianas, gay, bisexuales, 


transgeneristas e intersexuales) con el fin de perpetuar la subordinación. Centrándose 


en lo concerniente a la violencia contra las mujeres, las agresiones van más allá de las 


lesiones físicas y psicológicas, denominadas violencia visible. La invisible se refiere a 


la violencia estructural que implica inequidad en el ámbito de lo político, lo social y lo 


económico y a la violencia cultural constituida por los discursos que justifican el trato 


desigual. Estos tres componentes de la violencia se retroalimentan entre ellos, 


perpetuando la discriminación, la desigualdad y la violencia. Por tanto, con cada golpe 


a una mujer se da prevalencia a un patrón social de exclusión y este se reproduce a 


futuro. 


 


En el contexto de la familia, la violencia se produce de manera más intensa, alarmante 


y cruel, debido a que en ella se da una combinación de intensidad emocional e 


intimidad propia de la vida familiar. Los lazos familiares están impregnados de 


emociones fuertes, que mezclan fuertemente amor y odio. Por ello, los conflictos que 


ocurren en su interior liberan antagonismos que no serían tan enérgicos en otros 


contextos sociales. El hecho de que sea una institución cerrada contribuye a que las 


agresiones sean reiteradas y obstaculiza que las víctimas logren escapar 


tempranamente del control de sus ofensores. 


 


La violencia dentro de la pareja comprende toda una gama de actos sexual, psicológica 


y físicamente coercitivos: 


 


-  La violencia física es toda acción voluntariamente realizada que provoque 


o pueda provocar daño o lesiones físicas. Al constituir una forma de humillación, 


también configuran un maltrato psicológico; 


-  La violencia psicológica se refiere a conductas que producen depreciación 


o sufrimiento, que pueden ser más difícil de soportar. 


-  La violencia sexual es cualquier actividad sexual no deseada y forzada en 


contra de la voluntad de la mujer, mediante fuerza física o bajo amenaza directa o 


indirecta, ante el temor a represalias. Su repercusión incluye tanto daños físicos 


como psicológicos de gravedad variable. 


-  La violencia económica se vincula a las circunstancias en las que los 


hombres limitan la capacidad de producir de las mujeres, de trabajar, de recibir un 


salario o de administrar sus bienes y dinero, situándolas en una posición de 


inferioridad y desigualdad social. 
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La Ley 1257 de 2008 impone al Estado las obligaciones de prevenir, investigar y 


sancionar toda forma de violencia contra las mujeres, como parte del principio de 


corresponsabilidad. Aunque el deber de investigación no está desarrollado en la ley, 


basta con remitirse a los distintos instrumentos y decisiones internacionales para 


dotarlo de significado. 


 


El deber de investigación con la debida diligencia, en la prevención y sanción de 


hechos que afectan derechos, se refiere a la necesidad de evitar su impunidad. Así 


cumple dos funciones: la de esclarecer los hechos y castigar los culpables y la de 


desalentar futuras violaciones. Por tanto, una ineficiente investigación puede acarrear 


la responsabilidad internacional del Estado, aunque el delito haya sido cometido por 


un particular. 
 


 


Precisamente, ha dicho la CIDH que el enfoque de género se percibe claramente 


cuando se internaliza que la violencia contra la mujer se origina en la discriminación. 


Por tanto, la negligencia lleva a la impunidad que propicia la repetición crónica de las 


violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus 


familiares. Lo anterior, a su vez, fortalece las nociones estereotipadas según las cuales 


la violencia contra las mujeres tiene menos importancia y es un asunto privado. 


 
 


CASO CONCRETO 


 
 


En cuanto a las pruebas recaudadas se refiere, ciertamente si bien la sola denuncia de la 


accionante no tenía la suficiencia para probar los hechos por ella manifestados, la 


confesión del accionado fue razón más que suficiente para sancionar al infractor y que 


al respecto en su declaración manifestó que: 


 


“…quiero manifestar que con ella no quiero nada, yo manejo taxi y la vi en el 


bus y la llame y le comente que la había visto, en cuento a que yo dije que el 


futuro de la niña era el de una prostituta, una drogadicta es cierto y lo dije por 


las condiciones en que vive la niña, la verdad ella es muy negligente con la niña 


y por eso lleve el proceso al ICBF. Acepto que yo le he dicho a ella que es una 


babosa y estúpida, acepto de que la he agredido verbalmente…” (Negrilla y 


subrayado fuera de texto)   


 


Frente al hecho de la confesión, la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, 


en decisión STC21575-2017, Radicación n° 05000-22-13-000-2017-00242-01 del 


Magistrado Ponente, Doctor LUIS ARMANDO TOLOSA VILLANOVA se pronunció 


al respecto: 


 
Según los expositores alemanes, confesión es “la admisión de la verdad 


respecto de un hecho alegado por una de las partes en el procedimiento”1. 
 


Para los franceses, consiste en “la declaración por la cual una persona 


reconoce como verdad un hecho capaz de producir contra ella consecuencias 


                                                      
1 KOBLER, Gerhard. Juristiches Worterbuch. Rechtsdeutsch für jedermann. 2004. Pág. 222. 
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jurídicas”2. 
 


En Italia, por otra parte, siguiendo la letra del artículo 2730 Codice, se tiene 


definida como “la declaración que una parte hace de la verdad de los hechos a 


ella misma desfavorables y favorables a la otra parte”3. 
 


Distinta no ha sido la conceptualización que del instituto en mención ha 


realizado esta Corte4. 
 


La confesión, medio de prueba y acto de voluntad5, “consiste en la 


manifestación que hace una parte sobre hechos que pueden producirle 


consecuencias jurídicas adversas o que favorezcan a la parte contraria”6; 


confesar, pues, es “reconocer como verdadero un hecho o un acto de índole 


suficiente para producir contra el que lo admite consecuencias jurídicas”7, 


certeza que puede predicarse tanto de los hechos trasuntados como fundamento 


de la demanda o como basamento de las excepciones propuestas8. 


 


2.2. El fundamento del aludido medio de prueba, lo tienen dicho expositores 


nacionales9 y ha insistido la Sala, se cifra en una tenaz y poderosa presunción 


de certeza, “(…) puesto que vencida la repugnancia que cada cual tiene de 


pronunciar su propia condenación, la declaración afirmativa del confesante no 


puede ser sino la expresión de la verdad”10. 


 


Pero su valor probatorio no deviene ni puede derivar tanto de ser una 


demostración de la verdad, como de implicar el reconocimiento voluntario por 


parte de quien podía renunciar a su derecho de exigir la prueba por su 


adversario11. 


 


2.3. La confesión, según lo determina el artículo 191 del Código General del 


Proceso, debe recaer forzosamente sobre hechos y no sobre aplicaciones 


legales o principios de derecho. 


 


Sobre este aspecto, la Corte tiene por averiguado: 


 


“La prueba (de confesión) siempre concierne al hecho que es la materia del 


debate, no a su calificación jurídica o a las actuaciones de la ley que el hecho 


pueda determinar. Es al juez a quien corresponde esclarecer cuáles son las 


normas positivas que entran en actividad ante la prueba de cada hecho, lo que 


                                                      
2 BONNIER, Édouard. Traité Théorique et Pratique des Preuves en Droit Civil et en Droit Criminel. 1888. Pág. 309. 
3 SCARDACCIONE, Aurelio. Le Prove. 1965. Pág. 278. 
4 La jurisprudencia de la Sala ha sido prolija en punto a la conceptualización de la figura de la confesión. En obsequio de la 


brevedad, se relacionan, como sentencias de interés, sobre este tópico, las siguientes: CSJ. SC. Sentencias de 24 de octubre 


de 1936; de 3 de noviembre de 1936; de 22 de abril de 1937; 21 de mayo de 1938 (Auto de Sala de Negocios Generales); 


19 de abril, 23 de octubre y 1 de diciembre de 1939; de 29 de mayo y de 2 de agosto de 1941; de 9 de marzo de 1949; de 12 


de noviembre de 1954. Entre otras varias. 
5 Sobre la confesión como acto de la voluntad, véanse: CSJ. SC. Sentencias de 9 de marzo de 1949 y de 12 de noviembre de 


1954. 
6 CSJ. SC. Sentencia de 26 de enero de 1977. 
7 CSJ. SC. Sentencia de 30 de agosto de 1947.  
8 CSJ. SC. Sentencia de 2 de agosto de 1941 y 12 de noviembre de 1954. 
9 Cfr. por todos: MARTINEZ SILVA, Carlos. Tratado de Pruebas Judiciales (Civiles-Penales-Comerciales). 1978. Págs. 


110-111; ROCHA ALVIRA, Antonio. De la Prueba en Derecho. 1967. Págs. 213-214. 
10 CSJ. SC. Sentencia de 26 de septiembre de 1916. 
11 CSJ. SC. Sentencia de 7 de mayo de 1946. 
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no es sino aplicación del principio según el cual la gestión de las partes 


termina con la demostración de los hechos, pues con ella comienza la función 


jurisdiccional de enfrentarlos con los preceptos en orden a decidir las 


situaciones jurídicas concretas”12. 


 


2.4. De las varias clasificaciones de la confesión, previstas en la legislación 


positiva, importa destacar que, en atención a su forma de obtención, ésta puede 


revestir el carácter de provocada, espontánea y tácita o presunta…” 


   


Lo anterior permitió encontrar probado el incumplimiento por parte del señor DAVID 


ANDRES RODRIGUEZ CRUZ a la medida de protección de otrora impuesta a 


favor de la incidentante, hechos invocados como soporte del incumplimiento a la 


medida de protección impuesta por la comisaría de origen, que encuentran sustento en 


el escrito de denuncia, acorde con el cual, existieron nuevos actos de violencia en 


contra de ella, el cual se entiende presentado bajo la gravedad del juramento.  
 


Esta situación, sin lugar a dudas, permite afirmar que la decisión adoptada por la 


Comisaría de Familia es acorde con la realidad fáctica y probatoria evidenciada, 


máxime que parte igualmente de un indicio grave en contra del agresor quien, se 


reitera, pese a estar debidamente enterado del trámite de incumplimiento que se 


seguía en su contra, con ocasión a la medida de protección que se le impuso con 


anterioridad, en donde se le conminó para que hiciera cesar inmediatamente y se 


abstuviera de realizar cualquier acto de violencia física, verbal, psicológica, 


amenazas en contra de la accionante, so pena de hacerse acreedor a las sanciones 


previstas en el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, hizo caso omiso de tal advertencia, 


de lo que se concluye que al estar plenamente demostrado el incumplimiento, no le 


quedaba otro camino a la funcionaria, que aplicar la multa impuesta a la parte 


incidentada. 


 


De lo anterior se colige entonces que los hechos denunciados en el escrito mediante el 


cual la incidentante puso de presente el incumplimiento a la medida de protección, en 


este preciso asunto, se encuentran verificados con las pruebas analizadas (denuncia, y 


confesión del accionado) y, ante la ocurrencia de dichas conductas, era el señor 


DAVID ANDRES RODRIGUEZ CRUZ quien tenía el deber procesal de 


infirmar las conductas de que se le culpaba, lo que como quedó visto no ocurrió, 


viéndose abocado a afrontar un fallo adverso a sus intereses como es el que aquí 


se consulta. 


 


Con estas razones innegablemente se concluye, que la decisión de la Comisaría de 


Familia, objeto de consulta, se ajusta a derecho y ante la inminencia de dichos 


atropellos, es deber del Estado, en este caso, a través de las Comisarías de Familia y 


Estrados Judiciales, intervenir en las relaciones familiares, no con el propósito de 


imponer un modelo determinado de comportamiento, sino para impedir cualquier 


violación de los derechos fundamentales de los individuos, máxime cuando pueden 


                                                      
12 CSJ. SC. Sentencia de 14 de abril de 1947. Reiterada en otro fallo de casación del 26 de junio de 
1952. En doctrina: BONNIER, Édouard. Traité Théorique et Pratique des Preuves en Droit Civil et en 
Droit Criminel. 1888. Pág. 309. 
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verse lesionados derechos e intereses de personas por su condición indefensas y 


vulnerables. 


 


EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTÁ, D.C., 


 


RESUELVE 


PRIMERO: Confirmar la Resolución del veinte (20) de mayo de dos mil veintiuno 


(2021) objeto de consulta, proferida por la Comisaría Quinta (5ª) de Familia Usme 1 de 


esta ciudad.  


SEGUNDO: Devuélvase la actuación a la comisaria de origen. 
 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  
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MEDIDA PROTECCIÓN No. 1100131100202021-0038300 


ACCIONANTE. SANDRA MILENA MARTÍNEZ LOPEZ 


VICTIMA. NNA. A.F. SANEZ MARTINEZ 


ACCIONADO: EDWIN GILBERTO SAENZ CASTILLO 
 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


 Bogotá D.C., seis (06) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Admítase el recurso de apelación instaurado por el accionado EDWIN 


GILBERTO SANEZ CASTILLO, contra la decisión adoptada por la 


Comisaría Octava (8ª) de Familia Kennedy 1 de ésta ciudad, en audiencia 


llevada a cabo el pasado diecinueve (19) de mayo de dos mil veintiuno (2021), 


dentro de la acción por Medida de Protección Definitiva No. 380 de 2021.  


 


Dentro del término de ejecutoria de la presente providencia, el apelante podrá 


sustentar su impugnación conforme a los reparos efectuados ante el a quo, sin 


perjuicio de las manifestaciones o documentación que haya aportada en dicha 


ocasión.   


 


Ejecutoriado ingrese para resolver lo que en derecho corresponda. 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


 


 


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 
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     REPUBLICA DE COLOMBIA 


 
JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE BOGOTÁ D.C. 


Bogotá, D.C., seis (06) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


Ref.:  Medida de Protección No. 100 de 2019 


    De:  AMANDA LUCIA MONTOYA MARTINEZ 


 Contra: JHON FREDDY QUINTERO VARGAS 


 Radicado del Juzgado: 1100131100202021-0033600 


     


Agotado el trámite de la segunda instancia se procede a resolver el 


recurso de apelación interpuesto por el accionado JHON FREDDY 


QUINTERO VARGAS en contra de la Resolución de fecha veinte (20) de 


mayo de dos mil veintiuno (2021) proferida por la Comisaría Catorce (14°) de 


Familia de esta ciudad, dentro de la medida de protección No. 100 de 2019, 


por la cual se Declaró probados los hechos de violencia intrafamiliar 


denunciados en contra del señor JHON FREDDY QUINTERO VARGAS y 


a favor de su la señora AMANDA LUCIA MONTOYA MARTINEZ. 


 


I. ANTECEDENTES: 


 


Las presentes diligencias tienen su origen en la denuncia impetrada en 


su momento por la señora AMANDA LUCIA MONTOYA MARTINEZ a 


favor suyo y de su menor hijo, por hechos de violencia intrafamiliar 


perpetrados por su cónyuge JOHN FREDDY QUINTERO VARGAS, que 


según relato consignado en las diligencias manifestó que: “…El pasado 


domingo 30 de junio de 2019, siendo las 6:30 a.m., yo estaba durmiendo en 


mi casa con mi niño y él me llamó y me dijo que él ya sabe que yo tengo 


mozos, que apenas nos vea nos va a matar que él ya sabe quién es, que él nos 


ronda siempre, me dijo que me va a quitar el niño que él tiene derecho, que él 


legalmente se lo puede llevar que yo soy un mal ejemplo para mi niño. Él me 


envía muchos WhatsApp donde me manipula con el niño, donde me dice 


cosas, pone fotos del niño y dice – como mami porque no amas a papi – me 


hostiga todo el tiempo porque si no le contesto el teléfono me envía mensajes 


por el WhatsApp o por cabina esto lo hace todo el día, un día me llamó hasta 


56 veces, él ha llegado a mi casa a timbrar en cualquier momento…” 


 


La solicitud, fue admitida mediante resolución del 02 de julio de 2019, 


conminando al presunto agresor que se abstuviera de ejercer cualquier acto de 


violencia en contra de su cónyuge. Así mismo, se convocó a audiencia de 


trámite y por último se libraron las comunicaciones a la autoridad competente 


y encargada en la protección de la víctima como medida provisional. Así 


mismo y atendiendo la denuncia a favor del menor hijo de la pareja, se ordenó 


como acto urgente la entrevista del mismo a través del grupo interdisciplinario 


de la Comisaria. 
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Para el día 16 de julio de 2019 se escucha en descargos a las partes en 


conflictos. La accionante AMANDA LUCIA MONTOYA MARTINEZ se 


ratifica de los hechos objeto de denuncia. De su parte el accionado JHON 


FREDDY QUINTERO VARGAS niega los mismos razón por la cual el a quo 


dispone abrir a pruebas la medida de protección ordenando para el propósito, 


las recogidas en declaraciones y las aportadas por la accionante. En relación a 


las allegadas por la parte accionada, no fueron tenidas en cuenta. De oficio se 


ordena la valoración psiquiátrica y psicológica de las partes. 


 


La Decisión.  


 


En fecha 20 de mayo de 2021, fecha notificada a las partes para el 


desarrollo de la audiencia de trámite, el a quo procede a fallar la Medida de 


Protección atendiendo la denuncia presentada y las pruebas que las partes 


aportaron en su momento, lo que le llevaron  a concluir que: “…la Comisaria 


Catorce de Familia evidencia que tal y como fue denunciado  por la 


accionante, el accionado ha generado hechos de agresión en su contra los 


cuales se encuentran probados con los diferentes medios de prueba que 


reposan en el expediente y de los cuales de manera detallada se hizo alusión 


con antelación…” razón por la cual se hizo merecedor a las sanciones 


dispuestas por la Ley. 


 


  


El recurso de apelación. 


 


A esta decisión el accionado JHON FREDDY QUINTERO VARGAS 


interpuso recurso de apelación, argumentando lo siguiente: “…en cuanto a lo 


que mencionó del señor Oscar aquí tengo una denuncia, ahí se estipula que 


nos comprometemos a no meter terceras personas, se ha dejado influir por 


esas personas, ella misma con sus palabras, lo ha evidenciado, tengo prueba 


de que ella le quita el celular a mi hijo cuando yo estoy hablando con mi hijo 


y escuchó al muchacho Oscar, tengo grabaciones al respecto […] Solo se 


tuvieron en cuenta las pruebas de ese día y no de días anteriores, si medicina 


legal hubiera tenido en cuenta todas las llamadas que le he hecho a Amanda 


Lucia en ese mismo día, las llamadas anteriores, el concepto de medicina 


legal habría sido muy distinto, trata de alterar a uno el ánimo en esas 


llamadas […] yo solicito que se me dé la oportunidad de presentar esas 


pruebas que muestran como la mamá le quita el celular al niño y que el 


tratamiento psicológico sea en conjunto, que la separación sea de forma 


conciliada…”. 


 


 Posteriormente se continuó con la remisión de las diligencias a la 


oficina de asignación adscritas a la Rama Judicial, correspondiéndole a este 


despacho el conocimiento y desarrollo del recurso de alzada. 


 


CONSIDERACIONES: 


 


Toda persona que sea víctima de violencia intrafamiliar, está amparada por las 


medidas de protección que establece la Ley 294/96, en concordancia con la 
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Ley 575/2000, y el Decreto Reglamentario 652/2001. Dicha protección tiene 


por objeto, además de garantizar los derechos de los miembros más débiles de 


la población (menores, ancianos, mujeres, etc.), erradicar la violencia de la 


familia; objetivo en el cual está comprendido el interés general, por ser la 


familia la institución básica y el núcleo fundamental de la sociedad, y un 


espacio básico para la consolidación de la paz. 


 


A la luz de la normatividad citada, que desarrolla el artículo 42 de la 


Constitución Política de Colombia, el legislador tuvo como propósito prevenir 


y erradicar la violencia intrafamiliar, por muy mínima que sea, a través de 


medidas educativas, protectoras y sancionatorias, posibilitando a las personas 


que recurran a medios civilizados para la solución de sus conflictos, como la 


conciliación, el diálogo y las vías judiciales para así evitar en lo posible la 


respuesta violenta. Así lo ha entendido la doctrina: 


 
“…La expedición de la Ley 294 de 1996 se considera un desarrollo del 


mandato constitucional contenido en el artículo 42 inciso 3º de la Carta 


Política, derecho – obligación de los miembros de un núcleo familiar, según el 


cual “cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de 


su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley” y cumplimiento de 


los compromisos internacionales que el Estado había adquirido al suscribir o 


adherirse a instrumentos internacionales de protección de Derechos 


Humanos, según se anotó en la unidad anterior…”1   


A su turno el artículo 16 de la Ley 1257 de 2008, que modificó el artículo 4 de 


la Ley 294 de 1996, modificado a su vez por el artículo 1 de la Ley 575 de 


2000, establece: 


"Artículo 4°. Toda persona que dentro de su contexto familiar sea 


víctima de daño físico, psíquico o daño a su integridad sexual, amenaza, 


agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro 


miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias 


penales a que hubiere lugar, al comisario de familia del lugar donde 


ocurrieren los hechos y a falta de este al Juez Civil Municipal o 


Promiscuo Municipal, una medida de protección inmediata que ponga 


fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que esta se realice cuando 


fuere inminente.(Subraya y negrita fuera de texto) 


 


Luego entonces, lo que busca el legislador a través de todo este andamiaje 


normativo, es lograr la protección de la familia, con miras a asegurar su 


armonía y unidad, dando un tratamiento integral a las diferentes modalidades 


de violencia, a través de mecanismos que permitan remediarlas y sancionarlas 


con inclusión, de medidas dirigidas a evitar la consumación del acto de 


maltrato, hacer cesar su ocurrencia y evitar su repetición y que van desde el 


desalojo de la casa al sujeto infractor, someterlo a tratamiento terapéutico o 


reeducativo que requiera, protección a la víctima por las autoridades de policía 


para evitar la repetición de los actos de maltrato, su conducción a centros 


                                                           
 VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” Pág. 63 



http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5387#4
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asistenciales y asesoramiento para la preservación de pruebas de los actos de 


maltrato. 


 


Frente al particular es necesario detallar en cuanto lo que respecta al 


tema de Violencia de Género:  


 


En relación con la violencia de género, el 18 de diciembre de 1979, la 


Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Convención sobre la 


eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), 


que hace parte del bloque de constitucionalidad, la define como “toda 


distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 


por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 


mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 


hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales 


en las esferas políticas, económicas, social, cultural y civil o en cualquier otra 


esfera”.  


 


Este instrumento exige a los Estados partes garantizar a hombres y mujeres la 


igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, 


civiles y políticos, así como implementar políticas para eliminar la 


discriminación de la mujer dentro de las cuales se encuentran: consagrar la 


igualdad entre el hombre y la mujer;  adoptar sanciones que prohíban toda 


discriminación contra la mujer; establecer la protección jurídica de los 


derechos de la mujer; abstenerse de incurrir en actos de discriminación; 


eliminar la discriminación de la mujer en la sociedad y; derogar las 


disposiciones penales que impliquen una discriminación contra la mujer.  


 


Adicionalmente, solicita la adopción de medidas para eliminar la 


discriminación contra la mujer en el ámbito laboral y en particular, el derecho 


al trabajo con las mismas oportunidades, a elegir libremente profesión y 


empleo, al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones de 


servicio, a la formación profesional, al readiestramiento, a la igualdad de 


remuneración y de trato, a la seguridad social, a la protección de la salud y a la 


seguridad en las condiciones de trabajo. 


 


En Colombia, las mujeres han padecido históricamente una situación de 


desventaja que se ha extendido a todos los ámbitos de la sociedad y 


especialmente a la familia, a la educación y al trabajo. Es necesario recordar 


que se les equiparaba a los menores y dementes en la administración de sus 


bienes, no podían ejercer la patria potestad, no podían acceder a la 


universidad, se les obligaba a adoptar el apellido del marido, agregándole al 


suyo la partícula “de” como símbolo de pertenencia, entre otras 


limitaciones. En consecuencia, con el fin de equilibrar la situación de 


desventaja y aumentar su protección a la luz del aparato estatal, la 


Constitución Política reconoció expresamente la igualdad jurídica al consagrar 


que “la mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades” y que “la 


mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación”. 


Adicionalmente, dispuso que el Estado le otorgue asistencia durante el 
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embarazo y después del parto, así como un especial amparo a la madre cabeza 


de familia. 


 


Con el de explicar un poco más el tema, la violencia de género es aquella 


violencia que hunde sus raíces en las relaciones de género dominantes de una 


sociedad, como resultado de un notorio e histórico desequilibrio de poder. En 


nuestra sociedad el dominio es masculino por lo que los actos se dirigen en 


contra de las mujeres o personas con una identidad de género diversa 


(lesbianas, gay, bisexuales, transgeneristas e intersexuales) con el fin de 


perpetuar la subordinación. Centrándose en lo concerniente a la violencia 


contra las mujeres, las agresiones van más allá de las lesiones físicas y 


psicológicas, denominadas violencia visible. La invisible se refiere a la 


violencia estructural que implica inequidad en el ámbito de lo político, lo 


social y lo económico y a la violencia cultural constituida por los discursos 


que justifican el trato desigual. Estos tres componentes de la violencia se 


retroalimentan entre ellos, perpetuando la discriminación, la desigualdad y la 


violencia. Por tanto, con cada golpe a una mujer se da prevalencia a un patrón 


social de exclusión y este se reproduce a futuro. 


 


En el contexto de la familia, la violencia se produce de manera más intensa, 


alarmante y cruel, debido a que en ella se da una combinación de intensidad 


emocional e intimidad propia de la vida familiar. Los lazos familiares están 


impregnados de emociones fuertes, que mezclan fuertemente amor y odio. Por 


ello, los conflictos que ocurren en su interior liberan antagonismos que no 


serían tan enérgicos en otros contextos sociales. El hecho de que sea una 


institución cerrada contribuye a que las agresiones sean reiteradas y 


obstaculiza que las víctimas logren escapar tempranamente del control de sus 


ofensores. 


  


La violencia dentro de la familia y pareja comprende toda una gama de actos 


sexual, psicológica y físicamente coercitivos: 


  


-         La violencia física es toda acción voluntariamente realizada que 


provoque o pueda provocar daño o lesiones físicas. Al constituir una forma 


de humillación, también configuran un maltrato psicológico; 


-         La violencia psicológica se refiere a conductas que producen 


depreciación o sufrimiento, que pueden ser más difícil de soportar. 


-         La violencia sexual es cualquier actividad sexual no deseada y forzada 


en contra de la voluntad de la mujer, mediante fuerza física o bajo amenaza 


directa o indirecta, ante el temor a represalias. Su repercusión incluye tanto 


daños físicos como psicológicos de gravedad variable. 


-         La violencia económica se vincula a las circunstancias en las que los 


hombres limitan la capacidad de producir de las mujeres, de trabajar, de 


recibir un salario o de administrar sus bienes y dinero, situándolas en una 


posición de inferioridad y desigualdad social. 


 


La Ley 1257 de 2008  impone al Estado las obligaciones de prevenir, 


investigar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres, como parte 


del principio de corresponsabilidad. Aunque el deber de investigación no está 
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desarrollado en la ley, basta con remitirse a los distintos instrumentos y 


decisiones internacionales para dotarlo de significado. 


  


Desde su primer fallo, en el caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos, ha entendido que el compromiso de los 


Estados en la protección de las libertades ciudadanas implica (i) su respeto, 


imponiendo límites a la función pública, en cuanto los derechos son superiores 


al poder del Estado; y (ii) la garantía de su libre ejercicio, organizando el 


aparato gubernamental para que este sea capaz de asegurar jurídicamente el 


libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Precisamente, de esta última 


se desprenden las obligaciones prevenir, investigar, sancionar y reparar todas 


las violaciones a los derechos humanos. 


 


El deber de investigación con la debida diligencia, en la prevención y sanción 


de hechos que afectan derechos, se refiere a la necesidad de evitar su 


impunidad. Así cumple dos funciones: la de esclarecer los hechos y castigar 


los culpables y la de desalentar futuras violaciones. Por tanto, una ineficiente 


investigación puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado, 


aunque el delito haya sido cometido por un particular. 


  


La CIDH ha señalado que la investigación debe emprenderse con seriedad y 


no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. 


Debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico 


propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de 


la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación 


privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque 


efectivamente la verdad. En términos generales, debe desarrollarse de manera: 


a. Oportuna, para evitar que el tiempo atente contra la averiguación de la 


verdad y para adoptar medidas de protección eficaces; b. Exhaustiva, 


practicando las pruebas necesarias y valorándolas integralmente y analizando 


el contexto de los hechos para determinar si se trata de un patrón generalizado 


de conducta; c. Imparcial, para lo cual fiscales y jueces deben actuar 


objetivamente, es decir, libres de prejuicios o tendencias y evitando 


razonamientos teñidos de estereotipos; d. Respetando en forma adecuada los 


derechos de las afectadas, para prevenir una revictimización. 


  


La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer de 


Naciones Unidas fue el primer instrumento en recoger la importancia del 


deber de diligencia en cuanto a la investigación de la violencia de género. En 


la misma línea, la mencionada Observación General 19 de la CEDAW 


estableció que los Estados pueden llegar a ser responsables de los actos de 


particulares si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la 


violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia e 


indemnizar a las víctimas. El artículo 7 de la Convención Belém Do Pará 


también acogió la misma obligación. 


  


Precisamente, ha dicho la CIDH que el enfoque de género se percibe 


claramente cuando se internaliza que la violencia contra la mujer se origina en 


la discriminación. Por tanto, la negligencia lleva a la impunidad que 
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propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la 


total indefensión de las víctimas y de sus familiares. Lo anterior, a su vez, 


fortalece las nociones estereotipadas según las cuales la violencia contra las 


mujeres tiene menos importancia y es un asunto privado. 


 


Caso concreto:  


 


     El recurso de apelación es un mecanismo procesal que encuentra su génesis 


en el principio de la doble instancia, a través del cual se busca que las 


decisiones adoptadas en primera instancia sean examinadas de nuevo por el ad 


quem a pedido de las partes, cuando consideran que la determinación es 


injusta, para que la modifique o revoque, según sea el caso.  


 


Bajo este entendido, a voces del artículo 18 de la Ley 294 de 1996, 


modificado por el artículo 12 de la Ley 575 de 2000, este despacho judicial es 


competente para resolver el recurso de apelación formulado por el accionado 


JHON FREDDY QUINTERO VARGAS en contra de la decisión proferida 


por la Comisaría Catorce (14°) de Familia de esta ciudad, el cual será 


analizado desde de la perspectiva constitucional y convencional que 


desarrollan la violencia intrafamiliar y de género.  


 


Es así como se entrará a desatar el recurso de apelación impetrado por la 


accionante, quien, se duele de una presunta indebida valoración probatoria por 


parte del a quo, respecto a la valoración y análisis de las pruebas allegadas por 


él.  


 


Frente a la indebida valoración probatoria, Según la H. Corte Constitucional, 


este incluso estructurarse como un defecto fáctico siempre que existan fallas 


sustanciales en la decisión, que sean atribuibles a deficiencias probatorias del 


proceso y radica en que, no obstante las amplias facultades discrecionales con 


que cuenta el juez del proceso para el análisis del material probatorio, éste 


debe actuar de acuerdo con los principios de la sana crítica, es decir, con base 


en criterios objetivos y racionales.  


  


De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el defecto fáctico se puede 


configurar como consecuencia de: “(i) una omisión judicial, como cuando el 


juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa o 


puede ser por la falta de práctica y decreto de pruebas conducentes al caso 


debatido, presentándose una insuficiencia probatoria; (ii) o por vía de una 


acción positiva, que se presenta cuando el juez aprecia pruebas esenciales y 


determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido 


admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas y al 


hacerlo se desconoce la Constitución, o por la valoración de pruebas que son 


nulas de pleno derecho o que son totalmente inconducentes al caso concreto, y 


(iii) defecto fáctico por desconocimiento de las reglas de la sana crítica.  


 


 Ahora, respecto a la carga de la prueba y de conformidad con la parte 


vigente del artículo 1757 del C. C. en armonía con el artículo 167 del Código 


General del Proceso (C.G.P.) incumbe a las partes probar los supuestos de 
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hecho en que fundamentan sus pretensiones o excepciones; en éste caso, 


dicho deber recae sobre los hombros de la accionante, quien acreditó en 


todo momento los hechos de violencia intrafamiliar ocurridos en su contra por 


parte de su compañero.   


 


Para ello, cuenta con la denuncia presentada en la Comisaria de Familia y que 


dio origen a la presente medida de protección, la que se entiende presentada 


bajo la gravedad de juramento y soportada por las pruebas acercadas, de las 


cuales y en primera medida se tienen los numerosos mensajes que a través de 


WhatsApp realiza el señor JHON FREDDY insistentemente a la señora 


AMANDA LUCIA, realizando comentarios inapropiados, que vulneran y 


violentan la intimidad de la accionante. Del sin fin de frases alegóricas que ha 


recibido la señora AMANDA LUCIA  por parte del progenitor de su hijo, se 


extraen algunas que se consideran más relevante para el contexto que se 


estudia: 


 
“… En qué andas ya ensuciarse la cama nuestra y del niño con semen 


de otro?.* Soy único porque no busco otras y está en ti continuar una 


Vida correcta y normal o esperas a que mi hijo te rechazar por lo que 


hiciste?. Me di cuenta primero que Álex con Bichi. Y cómo fue que 


tranquilicé a tu mamá. $ Entonces quien es el caballero y quien es el 


perro, y se que ese perro vive aquí en 


   
Me voy para el calima no necesita contarme con quién vas a hablar y 


con quién te vas a besar. Mi hijo está en mejores manos en quien si es 


fiel y es un caballero y padre ejemplar 


 


Mi bebé en su inocencia ve el rostro de un hombre que no es digno de 


su mamá. Ya me di cuenta. Ahora ese hombre ya se acostó en nuestra 


cama doble estoy en lo cierto?. Solo con guardar silencio sabré la 


verdad...” 


 


Lo anterior resulta más grave cuando el accionando en sus mensajes utiliza la 


imagen de su hijo y frases donde pretende manipular con ellas el sentir de la 


señora AMANDA LUCIA: 


 
Mamá y porque no amas a mi papá?. Yo soy un niño, veo al mundo en 


conflicto te veo con un odio mal infundados sobre mi padre. Que 


deseas que piense y espere de 


 


Este agravio, vulnera en todo sentido al menor hijo de la pareja quien se ve 


sometido como un instrumento de manipulación por parte de su padre en los 


mensajes insistentes al querer retomar la relación con su compañera, sin tener 


en cuenta las consecuencias y la afectación que pueden ocasionar en el menor, 


quien en la entrevista adelantada y a su corta edad, es conocedor de los 


episodios de violencia de que es víctima su progenitora: 


 
PS: ¿Cuéntame cómo son las relaciones entre tus papas? 


CD: "cuando vivan juntos se hablaban bien, pero cuando estaban separados 


se hablaban durísimos, es que mi papa me recoge en la casa". 
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PS: ¿cuándo tú dices que se hablaban durísimo, a que te refieres? 


CD: "es hablar muy fuerte, gritando. Algunas veces se hablan pasito y otras 


durísimo" 


PS: ¿por qué se hablan durísimo tus papas? 


CD: "mi papa grita mucho, gritaba a mi mama muchisisisimo, no sé qué 


grita, la única que sabe es mi mama, no sé qué gritaban fue hace muchísimo, 


cuando no estaban separados".  


 


Ahora bien, de la valoración practicada a los involucrados en el Instituto de 


Medicina Legal, es preciso establecer que el señor JOHN FREDDY 


QUINTERO VARGAS presenta una patología debido a sus antecedentes 


médicos de epilepsia y según las conclusiones del especialista, pueden afectar 


el comportamiento del examinado, no obstante, esto no es excusa alguna para 


justificar el actual del accionado ni lo excluye de su responsabilidad: 


 
“…Al examen mental realizado en la presente valoración, encontramos 


al examinado, JOHN FREDDY QUINTERO VARGAS, con un examen 


mental en el cual por momentos presenta una actitud inapropiada; un 


pensamiento ilógico, coherente, tangencial, circunstancial, en algunos 


momentos expresa ideas delirantes de grandeza y paranoides; con un 


lenguaje con presión para mantener el discurso, perseverante, se 


evidencia algunas fallas inhibitorias, por momentos levemente ansioso; 


con un juicio y raciocinio debilitados. Por estos hallazgos, sumados a 


una funcionalidad limitada en las diferentes áreas de su vida como son 


la académica, laboral, social y familiar; se considera que el 


examinado, JOHN FREDDY QUINTERO VARGAS, desde el punto de 


vista clínico psiquiátrico, cursa con un diagnóstico de un: Trastorno 


psicótico debido a otra afección médica, secundario a una patología de 


origen neurológico de inicio en la infancia, epilepsia, la cual tiene un 


curso crónico e irreversible. Por lo que se recomienda que el 


examinado, continúe seguimiento por psiquiatría y neurología quienes 


determinaran la periodicidad de los controles y manejo farmacológico; 


se sugiere también que el examinado reciba una evaluación 


multidisciplinaria por Clínica de Memoria, con el fin de determinar si 


además de lo anterior, presenta algún grado de deterioro 


neurocognitivo debido a la epilepsia. 


 


[…] 


 
3. Cabe señalar que en la presente valoración, la cual fue realizada a 


los examinados: AMANDA LUCIA MONTOYA MARTINEZ y JOHN 


FREDDY QUINTERO VARGAS se evidencia una dinamica de pareja 


desde el inició de la convivencia, donde predominaban los conflictos 


por dificultades en la comunicación o que eran ocasionados en varias 


oportunidades por las conductas erráticas y la irritabilidad por parte 


del examinado al relacionarse con la examinada y con su hijo.  


 


4. Se recomienda que para que el examinado, JOHN FREDDY 


QUINTERO VARGAS, logre un ejercicio adecuado de su rol de padre, 


se encuentre en seguimiento por psiquiatría y neurología, y se logré un 


adecuado control de la sintomatología psicótica que se evidencia en la 


presente valoración. 
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5. Se recomienda que el examinado, JOHN FREDDY QUINTERO 


VARGAS, continúe seguimiento por psiquiatría y neurología quienes 


determinaran la perioricidad de los controles y manejo farmacológico; 


se sugiere también que el examinado reciba una evaluación 


multidisciplinaria por Clínica de Memoria, con el fin de determinar si 


presenta algún grado de deterioro neurocognitivo debido a la 


epilepsia…” 


 


Por último y más revelador, se encuentra la confesión del accionado JHON 


FREDDY quien en declaración adelantada y en más de una oportunidad, 


manifestó haber mandado los mensajes a su ex compañera y haber realizado 


las llamadas insistentes y en gran número, con mensajes hirientes que causan 


intranquilidad y miedo a la accionante.   


  


Ahora, frente a las pruebas allegadas en su momento por el accionado JOHN 


FREDDY QUINTERO VARGAS, que se limitan al contenido de su Historia 


médica y un CD donde se muestran imágenes y videos del menor 


compartiendo con sus progenitores, debe precisarse que los mismos refieren 


hechos ocurridos con antelación a los aquí investigados y que en poco o nada 


contribuyen en su defensa, por lo cual no fueron tenidos en cuenta por el a 


quo.  


 


Así las cosas, distinto a lo afirmado por la recurrente no se observa de parte de 


la comisaría de origen una omisión que niegue o valore las pruebas de manera 


arbitraria, irracional y caprichosa, o la falta de práctica y decreto de pruebas 


conducentes al caso debatido, que conlleve una insuficiencia probatoria o una 


prueba cuestionada que no haya debido admitir ni valorar, ni tampoco el 


desconocimiento de las reglas de la lógica y la experiencia; razones estas por 


las que los argumentos que sustentan el recurso interpuesto por el accionado 


no tienen la fuerza necesaria para  modificar la decisión fustigada. 


 
 


Por lo expuesto el Juzgado R E S U E L V E: 


 


1º. CONFIRMAR la decisión tomada por la Comisaría Catorce (14°) 


de Familia de esta ciudad, en su Resolución del veinte (20) de mayo de dos 


mil veintiuno (2021), por medio de la cual, se declaró probados los hechos 


constitutivos de violencia intrafamiliar denunciados por la señora AMANDA 


LUCIA MONTOYA MARTINEZ a su favor y de su menor hijo y en contra 


de su ex compañero señor JHON FREDDY QUINTERO VARGAS. 


 


2º. Devuélvase el expediente al Juzgado de origen. 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


 


 


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 
(Firmado con firma electrónica) 
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SUCESION No.1100131100202021-0031100 


CAUSANTE: MARTHA LLUCIA RODRIGUEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El despacho toma nota que ya se cumplió con el emplazamiento de que trata el 


artículo 10º del Decreto 806 de 2020, de las personas que se crean con derecho 


a intervenir en la presente causa mortuoria de JOSE ARTURO PARDO 


FLOREZ, en el Registro Nacional de Personas Emplazadas.  


 


Atendiendo el contenido del escrito que antecede, allegado por el apoderado de 


la parte demandante, frente a la notificación que por correo electrónico se hizo 


a las señoras JESICA MILENA BELTRAN RODRIGUEZ, ANGELA 


CATERINE BELTRANRODRIGUEZ, MARTHA SIRLEY BELTRAN 


RODRIGUEZ y VIVIANJOHANA BELTRAN RODRIGUEZ el día 3 de 


junio de 2021, se le indica que debe tener en cuenta lo dispuesto en el Decreto 


806 de 2020 respecto al trámite de notificación:  


“…Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban 


hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la 


providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o 


sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 


necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos 


que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio.  


El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá 


prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 


corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma 


como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, 


particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  


La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos 


días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a 


correr a partir del día siguiente al de la notificación.  


Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de 


confirmación del recibo de los correos electrónicos o mensajes de 


datos…” (Subrayado y Negrilla fuera de texto)  


 


Sírvase la parte demandante a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 


anteriormente señalado, e informe como obtuvo la dirección de correo 


electrónico de las señoras JESICA MILENA BELTRAN RODRIGUEZ, 


ANGELA CATERINE BELTRAN RODRIGUEZ, MARTHA SIRLEY 


BELTRAN RODRIGUEZ y VIVIAN JOHANA BELTRAN 


RODRIGUEZ, allegando las pruebas documentales que acrediten su dicho.   


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 
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La providencia anterior se notificó por estado 
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RODRÍGUEZ  
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CAUSANTE: HILDA MARIA VALBUENA DE FORERO 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El despacho toma nota que los señores MARTHA ROCIO FORERO 


VALBUENA, INDEYEMER ANTONIO FORERO VALBUENA, 


ROSMERY FORERO VALBUENA, JOSE RAMIRO FORERO 


VALBUENA y WILSON OSVALDO FORERO VALBUENA, se 


pronunciaron sobre la presente demanda.  


En consecuencia, el juzgado reconoce a MARTHA ROCIO FORERO 


VALBUENA, INDEYEMER ANTONIO FORERO VALBUENA, 


ROSMERY FORERO VALBUENA, JOSE RAMIRO FORERO 


VALBUENA y WILSON OSVALDO FORERO VALBUENA en calidad 


de herederos de la fallecida HILDA MARIA VALBUENA DE FORERO 


en su condición de hijos, la cual se encuentra acreditada con los registros 


civiles de nacimiento que allegan a las presentes diligencias.  


Por otro lado, por secretaría dese cumplimiento a lo dispuesto en auto de fecha 


veinte (20) de abril de dos mil veintiuno (2021) numeral SEGUNDO, respecto 


al emplazamiento en el Registro Nacional de Personas Emplazadas de aquellos 


que se crean con derecho a intervenir en la presente causa mortuoria.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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2021-00227 SUCESION.pdf


SUCESION No.1100131100202021-0022700 


CAUSANTE: JUAN MANUEL LOSADA LOSADA  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


La comunicación que antecede, proveniente de la Secretaría Distrital de 


Hacienda agréguese al expediente para que obre de conformidad y póngase en 


conocimiento de las partes del proceso para los fines legales pertinentes.  


 


Como quiera que ya se cumplió con el emplazamiento de que trata el artículo 


10º del Decreto 806 de 2020, de las personas que se crean con derecho a 


intervenir en la presente causa mortuoria de JUAN MANUEL LOSADA 


LOSADA en el Registro Nacional de Personas Emplazadas, se Dispone:  


 


Para que tenga lugar la audiencia establecida en el artículo 501 del Código 


General del Proceso (C.G.P.), se señala la hora de las __2:30__ del 


día __04__ del mes de __OCTUBRE__ del año dos mil veintiuno (2021), con 


la finalidad de que se haga la presentación del ACTA DE INVENTARIOS y 


AVALÚOS.  


 


Se advierte a los interesados que en la diligencia deberán adjuntar con el acta 


en comento los documentos que acrediten la comprobación de la propiedad del 


activo, so pena de que eventualmente puedan ser excluidos por el Despacho. 


Igualmente, y en caso de que se pretendan implicar dineros, se tendrá que 


señalar en donde se encuentran capitalizados o depositados los mismos.  


 


En tratándose de bienes inmuebles, los interesados deben aportar copia de la 


referida escritura pública con constancia de su registro y del folio de matrícula 


inmobiliaria (ley 1579 de 2012) y el avalúo catastral de dichos bienes.    


 


La audiencia anteriormente programada se realizará a través de la 


plataforma Microsoft Teams y se enviará con anterioridad el enlace 


respectivo a los correos electrónicos suministrados por las partes y sus 


apoderados judiciales en el expediente, excepcionalmente en caso de no 


contar con los correos electrónicos, se les enviará el enlace de la audiencia 


al contacto de WhatsApp suministrado previamente en el proceso. 


Para la realización de la Audiencia Virtual, se solicita a las partes que 


previamente tengan descargados en sus equipos (computador, Tablet o 


teléfonos celulares) la aplicación de Teams.    


Comuníqueseles por parte de la secretaría del despacho y por el medio más 


expedito (telefónicamente) a las partes del proceso y sus apoderados 


judiciales la fecha aquí señalada.  


 


Se requiere a los apoderados de las partes, para que dos días antes de la 


fecha aquí señalada, envíen el acta de inventarios y avalúos a los siguientes 


correos electrónicos flia20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co y 


asanchep@cendoj.ramajudicial.gov.co. 



mailto:flia20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

mailto:asanchep@cendoj.ramajudicial.gov.co





NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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RODRÍGUEZ  


ASP 
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LICENCIA PARTICION EN VIDA No.1100131100202021-0020300 


DTE: OLIVIA CHIRIVI ROJAS Y ABSALON ALVAREZ SERRATO  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El despacho toma nota que se dio cumplimiento a lo ordenado en el auto 


admisorio de la demanda, respecto al emplazamiento de terceros, de 


conformidad con el artículo 490 del C.G. del P. en el Registro Nacional de 


Personas Emplazadas.  


 


En consecuencia, como quiera que las documentales allegadas, resultan ser 


suficientes para resolver la controversia planteada, el despacho concede el 


término de cinco (5) días para que los extremos presenten sus alegatos de 


conclusión y oportunamente, ingresen las diligencias para resolver lo que 


en derecho corresponda (artículo 278 numeral 2º del C.G.P.). 
 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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CESACION EFECTOS CIVILES MATRIMONIO No.1100131100202021-0014700 


DTE: ERICKSON FRANCO LOPEZ 


DDO: NUBIA PATRICIA MARULANDA GARCIA  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Respecto al memorial que antecede allegado por el apoderado de la parte 


demandante sobre la continuación del trámite del proceso, una vez revisado el 


expediente, no se advierte que en el presente asunto se haya notificado en debida 


forma y como disponen los artículos 291 y 292 del Código General del Proceso 


(C.G.P.) o artículo 8º del Decreto 806 de 2020 a la demandada señora NUBIA 


PATRICIA MARULANDA GARCIA, como se indicó en el auto admisorio de 


la demanda.  


En consecuencia, una vez se haya notificado a la demandada del presente 


trámite y se acredite la notificación al juzgado, se dispondrá lo que 


corresponde sobre el trámite del proceso.  


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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INVESTIGACION DE PATERNIDAD No.1100131100202021-0010400 


DTE: DIEGO ANDRES SANCHEZ LOPEZ 


DDO: NAEFFY JULIETH MURILO RODRIGUEZ 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El memorial que antecede, así como la comunicación proveniente del Instituto 


Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses donde informan que el 


demandado no asistió a la práctica de la prueba de ADN agréguese al expediente 


para que obre de conformidad.  


 


Sería del caso proceder a fijar fecha nuevamente para la práctica de la prueba 


de ADN a las partes del proceso, sin embargo,  atendiendo las comunicaciones 


provenientes del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 


allegadas al correo institucional del juzgado, a través de las cuales informan que 


el contrato interadministrativo con el Instituto Colombiano de Bienestar 


Familiar finalizó el 15 de mayo de 2021 y que aún no ha sido publicado el nuevo 


cronograma de muestras con posterioridad a dicha fecha, póngase en 


conocimiento de las partes del proceso y sus apoderados judiciales, mediante 


los correos electrónicos por estos suministrados para que manifiesten lo que 


estimen pertinente.  


 


E infórmeseles que, una vez se suscriba el nuevo contrato por parte de Medicina 


Legal con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y se cuente con 


el cronograma respectivo, se programará fecha para la práctica de la prueba de 


ADN ordenada en el asunto de la referencia.  


 


Sin embargo, por secretaría ofíciese al Instituto Nacional de Medicina Legal y 


Ciencias Forenses, para que informen al juzgado si cuentan con el contrato 


interadministrativo con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y con los 


cronogramas respectivos para las pruebas de ADN.  


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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LIQUIDACION SOCIEDAD CONYUGAL No.1100131100202021-0000900 


DTE: ALBA JANETH DELGADO CARRILLO 


DDO: WILLIAM ERNESTO CARRILLO PRIETO  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Admítase por reunir las exigencias formales de ley, la solicitud de liquidación 


de la sociedad conyugal que a través de apoderado judicial presenta la señora 


ALBA JANETH DELGADO CARRILO en contra del señor WILLIAM 


ERNESTO CARRILLO PRIETO.   


 


En consecuencia, tramítese por el procedimiento establecido en el artículo 523 


del Código General del Proceso (C.G.P.).  


 


Notifíquese la iniciación de este trámite al ex cónyuge señor WILLIAM 


ERNESTO CARRILLO PRIETO por ESTADO conforme lo dispone el 


inciso tercero del articulo 523 del Código General del Proceso (C.G.P.).  
  


Por secretaría y una vez vinculado el demandado señor WILIAM ERNESTO 


CARRILO PRIETO proceda a incluir a los acreedores de la sociedad conyugal 


CARRILLO-DELGADO en el Registro Nacional de Personas Emplazadas 


conforme lo dispone el artículo 10º del Decreto 806 del 2020.  


 


Se reconoce al abogado HERMAN YESID JIMENEZ RAMIREZ como 


apoderado judicial de la parte demandante en la forma, término y para los fines 


del memorial poder a él otorgado.   


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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UNION MARITAL DE HECHO No.1100131100202020-0051500 


DTE: ATALA LOZANO LEON 


DDO: HEREDEROS DE PABLO EDILBERTO COTRINO GONZALEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Respecto al memorial que antecede allegado por el apoderado de los 


demandados herederos determinados WALTER EDIN COTRINO LOZANO 


y NELLY EDILIA COTRINO CARDENAS, el despacho niega su petición 


de terminación del proceso y levantamiento de las medidas cautelares por el 


fallecimiento de la parte actora.  


 


Lo anterior, por cuanto pueden continuar con el trámite del proceso, en calidad 


de demandantes, los sucesores procesales de la señora ATALA LOZANO 


LEON. En consecuencia, por secretaría, requiérase a la parte demandante y su 


apoderado judicial a los correos electrónicos suministrados, para que informen 


al juzgado si la señora ATALA LOZANO LEON tenía hijos, en caso afirmativo 


lo indique al juzgado con la finalidad de vincularlos al presente trámite como 


sucesores procesales (artículo 68 del C.G.P.). Cumplido lo anterior, e 


informados parientes de la demandante, se dispondrá lo que corresponda sobre 


su vinculación al presente trámite, así como el emplazamiento de los herederos 


indeterminados de la fallecida ATALA LOZANO LEON.  


 


Una vez la parte demandante de cumplimiento a lo aquí solicitado, así como a 


lo ordenado en auto de fecha cuatro (4) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 


frente a la notificación del demandado heredero determinado GERMAN 


COTRINO LOZANO, remitiéndole el aviso de que trata el artículo 292 del 


Código General del Proceso (C.G.P.), se dispondrá lo pertinente sobre el trámite 


del proceso y la contestación de la demanda alegada por los señores WALTER 


EDIN COTRINO LOZANO y NELLY EDILIA COTRINO CARDENAS.  
 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL No.1100131100202020-0034100 


DTE: YESICA LORENA CELIS GOMEZ 


DDO: MACK ESTEBAN QUINTERO CELIS  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El memorial que antecede allegado por la apoderada judicial de la parte 


demandante, agréguese al expediente para que obre de conformidad, frente al 


mismo se le informa que dicho escrito fue agregado al expediente y el 


mismo se tuvo en cuenta mediante auto de fecha dieciocho (18) de febrero 


de dos mil veintiuno (2021).  


 


Por otro lado, por secretaria, dese cumplimiento a lo ordenado en el inciso 


segundo de la providencia de fecha veinte (20) de abril de dos mil veintiuno 


(2021):  


 


“Previo a seguir adelante con el trámite del proceso, y señalar fecha para 


audiencia de que trata el artículo 392 del Código General del Proceso (C.G.P.) 


por secretaría, dese cumplimento a lo ordenado en el auto admisorio de la 


demanda de fecha quince (15) de septiembre de dos mil veinte (2020) 


procediendo a notificar la iniciación del asunto de la referencia a través de 


los canales digitales pertinentes, a la Defensora de Familia y Agente del 


ministerio Público adscritos al juzgado.” 
 


Cumplido lo anterior, ingrese las diligencias al despacho, para disponer lo 


pertinente sobre el señalamiento de fecha para audiencia, conforme lo establece 


el articulo 392 del Código General del Proceso (C.G.P.).  


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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FIJACION CUOTA ALIMENTARIA No.1100131100202020-0026900 


DTE: SANTIAGO PORRAS SEPULVEDA 


DDO: MARIO PORRAS SANMIGUEL  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Estando las diligencias al despacho para resolver lo pertinente sobre la sentencia 


anticipada en el trámite del proceso, y una vez realizado el control de legalidad 


respectivo, advierte el despacho que no se aportó con la entrega del aviso de 


que trata el articulo 292 del Código General del Proceso (C.G.P.) copia de la 


demanda y sus anexos debidamente cotejados por la empresa de correo 


POSTACOL, documentos que debían ser enviados al demandado.   


En consecuencia, previo a disponer lo pertinente sobre el trámite del proceso, 


el juzgado requiere a la parte demandante y su apoderado judicial a los correos 


electrónicos por estos suministrados, para que acrediten que con el envío del 


aviso de que trata el articulo 292 del Código General del Proceso (C.G.P.) al 


demandado, remitieron copia de la demanda y los anexos, para lo anterior, 


alleguen las respectivas copias cotejadas por parte de la empresa de correo 


POSTACOL.  


  


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 
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APOYO JUDICIAL No.1100131100202020-0015000 


DE: AURA MARIA GONZALEZ DE RODRIGUEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El escrito que antecede allegado por la señora ANDREA CAROLINA RUIZ 


RODRIGUEZ, agréguese al expediente para que obre de conformidad. Frente 


a lo informado por la memorialista, se le pone de presente, que respecto a las 


amenazas a las que hace referencia por parte de uno de los nietos de la señora 


AURA MARIA GONZALEZ DE RODRIGUEZ, puede adelantar las acciones 


que considere pertinentes ante las entidades judiciales respectivas. Lo anterior, 


como quiera que el proceso cuenta con sentencia de fecha veintiocho (28) de 


junio de dos mil veintiuno (2021) la cual está surtiendo el trámite de apelación 


en el Honorable Tribunal Superior de Bogotá.  


 


Sin embargo, dicho memorial, remítase por parte de la secretaría del juzgado, 


junto con el expediente, al Magistrado que le correspondió resolver lo pertinente 


sobre el recurso de apelación interpuesto.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 
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RODRÍGUEZ  
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IMPUGNACION DE PATERNIDAD No.1100131100202020-0011200 


DTE: JAVIER JOSE CORTES CUELLAR 


DDO: PATRICIA URIBE NIEVES  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


La comunicación que antecede proveniente del Instituto Nacional de Medicina 


Legal y Ciencias Forenses donde informan que ya cuentan con la muestra 


tomada al menor de edad NNA J.P.C.U.  


En consecuencia, ante lo informado por la entidad, y como quiera que el 


contrato interadministrativo con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 


finalizó el 15 de mayo de 2021 y aún no ha sido publicado el nuevo cronograma 


de muestras con posterioridad a dicha fecha, tal situación infórmesele a las 


partes del proceso y sus apoderados judiciales a los correos electrónicos 


por estos suministrados, indicándoles que una vez se cuente con el 


cronograma respectivo, se reprogramará fecha para la práctica de la 


prueba de ADN ordenada en el asunto de la referencia.  


 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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FILIACION EXTRAMATRIMONIAL No.1100131100202019-0090300 


DTE: DERLIS AURELY GONZALEZ ARIAS 


DDO: HEREDEROS DE WHILMAN DANIEL SEGURA CASAS 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Se reconoce al abogado ORLANDO NIÑO ACOSTA en calidad de apoderado 


judicial de las demandadas, señoras BEATRIZ IRENE MONTOYA y ALBA 


JUDITH MONTOYA CASAS, en la forma, término y para los fines del 


memorial poder a él otorgado. Remítase al apoderado aquí reconocido copia 


digital del expediente al correo electrónico por este suministrado para su 


conocimiento. 


Por otro lado, con la finalidad de continuar con el trámite del proceso, por 


secretaría ofíciese al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 


para que informen al juzgado si cuentan con el contrato interadministrativo con 


el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y con los cronogramas 


respectivos para las pruebas de ADN.  


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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SUCESION No.1100131100202019-0046100 


CAUSANTE: JOSE OLEGARIO RODRIGUEZ RODRIGUEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Con la finalidad de seguir adelante con el trámite del proceso, y una vez 


revisado el asunto de la referencia, el despacho advierte que, del trabajo de 


partición allegado, se formuló objeción en tiempo por la apoderada de la señora 


LUZ MARINA VALBUENA VARGAS y otros herederos, como se advierte a 


folio 186 del expediente digital.  


 


En consecuencia, de las objeciones que al trabajo de partición se interponen en 


escrito a folio 186, córrase traslado por el término de tres (3) días, conforme a 


lo dispuesto en el artículo 129 del Código General del Proceso (C.G.P.) en 


concordancia con el artículo 509 ibidem, para lo anterior remítase a los demás 


interesados en el proceso y sus apoderados judiciales mediante los correos 


electrónicos suministrados copia en PDF de dichas objeciones para su 


conocimiento y pronunciamiento, una vez cumplido lo anterior, contrólese el 


término antes indicado.  


 


 


 


NOTIFIQUESE (2)  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 


BOGOTA D.C.,        
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2019-00461 SUCESION CUADERNO EJECUTIVO HONORARIOS.pdf


EJECUTIVO HONORARIOS PARTIDOR No.1100131100202019-0046100 


DTE: CELSO JAIME RAMIREZ ROJAS 


DDO: CRISTIAN RODRIGUEZ VALBUENA Y OTROS  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


 


El despacho le imparte aprobación a la liquidación de costas que antecede, 


practicada por la secretaría del juzgado.  (Artículo 366 numeral 1º C.G.P.).   


 


 


 


 


NOTIFIQUESE (2)  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 


BOGOTA D.C.,        
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UNION MARITAL DE HECHO No.1100131100202019-0045500 


DTE: NYDIA EVELYN PACHON ALFONSO 


DDO: RAFAEL ERNESTO LOZANO RODRIGUEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Atendiendo lo solicitado en el escrito que antecede presentado por la apoderada 


de la parte demandante en el presente trámite, el juzgado DISPONE:  
 


A costa de la parte interesada, dese cumplimiento a lo ordenado en el numeral 


CUARTO (4º) del auto de fecha cuatro (4) de febrero de dos mil veinte (2020), 


ordenando el desglose de la documental requerida, para que sea entregada a 


quien la aportó al expediente. (Art. 116 del Código General del Proceso 


C.G.P.).   
 


Para mayor información frente al pago y entrega de los documentos que se 


ordenan desglosar, la apoderada de la parte demandante puede comunicarse al 


abonado telefónico 2430771 a través del cual deberá concertar una cita en las 


instalaciones del juzgado, donde le explicaran los temas relativos al pago para 


el desglose y entrega de los mismos.  


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 







GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 
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APOYO JUDICIAL No.1100131100202019-0028300 


DE: LEONOR SOLER MARIÑO  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Atendiendo el contenido del memorial que antecede allegado por la apoderada 


de unos de los interesados en el presente trámite, por secretaría requiérase al 


señor RAUL RICARDO DOMINGO DE CASTRO SOLER, al correo 


electrónico informado al interior de las diligencias, para que en el menor 


tiempo posible, entregue la documental de la señora LEONOR SOLER 


MARIÑO, que se encuentra en su poder, y que necesita el señor 


HUMBERTO JOSE IGNACIO DE CASTRO SOLER (persona que se 


designó como apoyo a la señora LEONOR), para que este último, pueda 


adelantar los actos para los que fue nombrado, en especial, respecto al tema 


de la reclamación de la pensión de la señora LEONOR SOLER MARIÑO.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 


BOGOTA D.C.,        
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LIQUIDACION SOCIEDAD CONYUGAL No.1100131100202018-0032100 


DTE: SIERVO TULIO MONDRAGON CHIVATA 


DDO: MARTHA CECILIA TRIANA PAEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Atendiendo el contenido del memorial que antecede allegado por las apoderadas 


de los señores SIERVO TULIO MONDRAGON CHIVATA y MARTHA 


CECILIA TRIANA PAEZ, el juzgado accede a su petición, en consecuencia, 


atendiendo lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 161 del Código General 


del Proceso (C.G.P.), se Dispone:  


 


AMPLIAR la SUSPENSIÓN del presente proceso por el término 


solicitado, esto es por DOS (2) meses más, contados a partir de la ejecutoria 


del presente auto.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 


BOGOTA D.C.,        
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LLIQUIDACION SOCIEDAD PATRIMONIAL No.1100131100202018-0005100 


DTE: LUCY NEIDA ALBARRACIN FAJARDO 


DDO: ANTONIO MARIA MONROY ARIAS  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Atendiendo el contenido del memorial que antecede, así como el informe 


secretarial que se adjunta al expediente, a través del cual, la secretaría del 


juzgado informa haberse comunicado con el demandado, señor ANTONIO 


MARIA MONROY ARIAS, y el mismo confirmó que si consignó los títulos 


judiciales a órdenes del despacho, por concepto del 50% de canon de 


arrendamiento, de uno de los inmuebles que fue inventariado en la liquidación 


de la sociedad patrimonial, se Dispone:  


 


Por secretaría, previa identificación, hágase entrega a la demandante, señora 


LUCY NEIDA ALBARRACIN FAJARDO, de los títulos judiciales 


consignados por el demandado a ordenes del despacho por concepto del 50% 


de cánones de arriendo.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  


JUEZ  - JUZGADO 020 DE CIRCUITO FAMILIA DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE 


BOGOTA D.C.,        
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EJECUTIVO HONORARIOS No.1100131100202016-0072400 


DTE: ALVARO AMEZQUITA AGUILAR 


DDO: JOSE ARMANDO VERGARA MARTINEZ  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El memorial que antecede junto con sus anexos (acredita forma en que obtuvo 


correo electrónico de la parte ejecutada) agréguese al expediente para que 


obre de conformidad.  


 


En consecuencia, por secretaria contrólense los términos con los que cuenta el 


ejecutado, para contestar la demanda en el asunto de la referencia, dejando las 


constancias al interior del expediente si el termino vence en silencio.  


 


 


NOTIFIQUESE.  


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  
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BOGOTA D.C.,        


 


 


Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 


a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 


 


Código de verificación: 


9dc4ccf2c6a3bc9764c47abc29b21a08ab1b21fd584ce309fe553ac09b133670 


Documento generado en 06/07/2021 08:30:09 AM 


 


Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 


https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 






image32.emf
2004-00120  EXONERACION CUOTA.pdf


2004-00120 EXONERACION CUOTA.pdf


EXONERACION DE ALIMENTOS No.1100131100202004-0012000 


DTE: MANUEL ARTURO PARDO 


DDO: JHON MANUEL PARDO BUITRAGO  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


El despacho toma nota que el demandado se notificó por correo electrónico de 


que trata el artículo 8º del Código General del Proceso (C.G.P.) del asunto de la 


referencia y contestó la presente demanda dentro del término legal.  


En consecuencia, con la finalidad de seguir adelante con el trámite del proceso, 


de las excepciones de mérito propuestas, se corre traslado a la parte demandante 


por el término legal de tres (3) días, en la forma dispuesta por el artículo 391 


del Código General del Proceso (C.G.P.), remitiéndole mediante correo 


electrónico a la parte demandante y su apoderado judicial copia en PDF de dicho 


escrito para su conocimiento y pronunciamiento, cumplido lo anterior secretaria 


controle el termino antes indicado.  


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  
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EJECUTIVO DE ALIMENTOS No.1100131100202021-0041200 


DTE: GEIMY PAOLA QUITO GUZMAN 


DDO: MILLER GERARDO MENGUAN VARGAS 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Se inadmite la anterior demanda para que en el término de cinco (05) días, so 


pena de rechazar la presente demanda, se cumpla cabalidad con las siguientes 


exigencias:    


  


1. De cumplimiento la apoderada, a lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 


806 del 2020, esto es, debe indicar en el poder su dirección de correo 


electrónico, la cual debe coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 


Abogados.  
 


2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Decreto 806 de 2020, 


informe como obtuvo la dirección de correo electrónico del ejecutado a efectos 


de notificarlo del presente trámite por los canales digitales pertinentes.  


 


3. Se le pone de presente a la parte ejecutante que la cuota alimentaria se debe 


incrementar conforme al aumento de Índice de Precios al Consumidor (IPC) tal 


y como en el acta de conciliación llevada a cabo ante la Comisaria de Familia 


de Suba I el día veintinueve (29) de enero de dos mil veinte (2020), se 


estableció, en consecuencia, debe realizar el mismo conforme al cuadro que se 


elabora a continuación:   


 


VALOR CUOTA ALIMENTARIA:  


 


 


Año 


Valor cuota 


anterior 


% 


Incremento 


cuota 


Valor 


Incremento 


Total cuota 


mensual 


2020  6,00% $ 27.828,67 $ 1.595.750,00 


2021 $ 1.595.750,00 3,50% $ 55.851,25 $ 1.651.601,25 


 


4. Se requiere a la parte interesada para que exponga de manera clara, precisa 


y separada las pretensiones de la demanda, indicando de 


manera individual el monto cobrado por concepto de las cuotas de alimentos 


adeudados por el ejecutado, indicando a que periodo corresponden y la 


sumatoria de los mismos, como quiera que las cuotas alimentarias al ser 


periódicas deben exigirse en pretensiones separadas, ejemplo: Pretensiones: 1. 


El señor…adeuda por concepto de cuota alimentaria para el mes…del año 


2020 la suma de $....para un gran total de $...para el año… y así sucesivamente. 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 







 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  
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INVENTARIO SOLEMNE DE BIENES No.1100131100202021-0041300 


DTE: LUIS JAVIER MENDIVELSO RODRIGUEZ Y YOAN LISSEETT LINARES SEPULVEDA 


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Admítase por reunir los requisitos formales, la anterior solicitud de designación 


de curador especial que por conducto de apoderado instauran LUIS JAVIER 


MENDIVELSO RODRIGUEZ y YOAN LISSEETT LINARES 


SEPULVEDA, a favor de sus menores hijos NNA M.G.L., J.N.M.Z. y 


C.D.M.Z. 


 


 


Ténganse como pruebas todos los documentos allegados con la demanda.  
 


Se reconoce al abogado JORGE ALONSO CHOCONTA CHOCONTA en la 


forma, términos y para los fines del memorial poder a él otorgado.  


 


En firme este auto, la Secretaría ingrese nuevamente el proceso al Despacho.  


 


 


 


NOTIFIQUESE.   


El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 


 


 


 


 


Firmado Por: 


 


GUILLERMO RAUL BOTTIA BOHORQUEZ  


JUEZ  
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BOGOTA D.C.,        
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SUCESION No.1100131100202021-0041100 


CAUSANTE: MARIO ANTONIO CASTRO RODRIGUEZ Y MARIA DEL CARMEN BAUTISTA DE CASTRO  


 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA 


Bogotá D.C., seis (6) de julio de dos mil veintiuno (2021) 


Por reunir las exigencias formales de ley, admítase el trámite de sucesión doble 


e intestada que a través de apoderado judicial presenta MARIA DEL 


CARMEN BAUTISTA; en consecuencia, el juzgado con fundamento en los 


artículos, 487 y s.s. del C. G. del P., resuelve:  


 


PRIMERO: Declarar abierto y radicado en este juzgado el proceso de sucesión 


doble e intestada de MARIO ANTONIO CASTRO RODRIGUEZ y MARIA 


DEL CARMEN BAUTISTA DE CASTRO, quienes fallecieron los días 


treinta y uno (31) de mayo de dos mil dieciocho (2018) y diez (10) de 


septiembre de dos mil diecinueve (2019) respectivamente, siendo la ciudad de 


Bogotá su último lugar de domicilio y asiento principal de sus negocios.  


 


SEGUNDO: Ordenar emplazar a todas aquellas personas que se crean con 


derecho a intervenir en esta causa mortuoria, por secretaría inclúyase a los 


mismos en el Registro Nacional de Personas Emplazadas conforme a lo 


dispuesto en el artículo 10º del Decreto 806 del 2020.  


 


TERCERO: Reconocer a MARIA DEL CARMEN BAUTISTA como 


cesionaria de los derechos herenciales de la señora MARIA EIME 


CASTRO BAUTISTA (quien es heredera de los causantes en su calidad de 


hija) conforme la escritura pública No.1516 de fecha veinte (20) de abril de 


dos mil veintiuno (2021) otorgada por la Notaría Veinte (20) del Circulo de 


Bogotá. 


 


CUARTO: Comuníquesele a la DIAN y a la SDH, la iniciación de este trámite 


sucesorio, para los fines del artículo 844 del Estatuto Tributario. Por Secretaría, 


líbrense los oficios pertinentes.  


 


QUINTO: Notifíquesele de conformidad con los artículos 291 a 292 del C.G. 


del P. o artículo 8 del Decreto 806 del 2020 a los señores ELSA LUCIA 


CASTRO BAUTISTA, TEODOLINDO CASTRO BAUTISTA y MARIA 


LUZ CASTRO BAUTISTA quien informa son hijos de los causantes. 


 


SEXTO: Secretaría proceda con la inclusión ordenada en el Registro de que 


trata el artículo 490 del Código General del Proceso (C.G.P.).  


 


Se reconoce al abogado JOSE WILLIAM RAMIREZ REYES, como apoderado 


judicial de la cesionaria aquí reconocida, en la forma, términos y para los fines 


del memorial poder a él otorgado. 


 


NOTIFIQUESE (2)  







El Juez,  


GUILLERMO RAUL BOTTÍA BOHÓRQUEZ 


(Firmado con firma electrónica) 


 


JUZGADO VEINTE DE FAMILIA DE 


BOGOTA D.C. 


La providencia anterior se notificó por estado 


N°49 


De hoy 7 DE JULIO DE 2021  


La secretaria:   DORA INÉS GUTIÉRREZ 


RODRÍGUEZ  


ASP 
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JUEZ  
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